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Las universidades son indispensables para delinear el futuro 
de la sociedad y del Estado. Por ello, un grupo de investi-
gadores nos preguntamos: ¿Hacia dónde se dirigen? ¿Qué 
universidad deseamos? ¿Cómo impulsamos universidades 
que sigan una filosofía de la innovación? Y, para que haya 
innovación, ¿cómo retomamos el humanismo y las huma-
nidades para que la ciencia y la tecnología cumplan con su 
propósito de crear bienestar social? ¿Qué tipo de ser humano 
queremos formar? Este conjunto de preguntas, entre otras, 
sirvieron para discutir los caminos que pueden seguir las 
universidades en México y América Latina. Las universi-
dades son instituciones confiables y pueden encabezar la 
ofensiva para construir propuestas que auxilien al combate 
contra la desigualdad social.

Este libro contiene los documentos presentados en 
el Coloquio ¿Hacia dónde va la universidad en el siglo xxi? 
organizado por el Seminario de Educación Superior de la 
Universidad Nacional Autónoma de México (unam). Es el 
último de una trilogía sobre la universidad pública, y en 
él participan destacados académicos de varios países del norte 
y Sudamérica, así como de Europa. Incluye un texto del 
doctor José Narro Robles, rector de la unam en 2015, cuando 
se realizó el Coloquio.

Lo que se analiza en este volumen es de importancia 
intelectual para los investigadores dedicados al tema y para 
el público interesado en la materia. En un país de más 
de 3 millones de estudiantes de educación superior y de 
alrededor de 300 mil profesores en este nivel educativo, el 
material contenido en el libro seguramente será útil para 
conocer varios de los problemas institucionales y sus posi-
bles soluciones. También, para discutir y debatir acerca de 
nosotros, los actores de la educación, en el contexto de la 
universidad pública de nuestros días.
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La autonomía universitaria en el marco del federalismo
Imanol Ordorika,* Roberto Rodríguez-Gómez** 

Marion Lloyd***

Introducción

En países en vías de desarrollo —en particular aquellos que experimentan 
procesos de consolidación democrática, de la descentralización de la admi­
nistración pública y del cambio institucional—, los asuntos relacionados con 
la distribución de los bienes y servicios públicos, así como con la participa­
ción en la toma de decisiones políticas, son centrales para las agendas de los 
gobiernos, de los partidos políticos y de la sociedad civil (Rodríguez, 2014). 
Estos asuntos son también la fuente de un debate continuo en la palestra 
política, en los medios y en el entorno académico. En ese contexto, varios 
gobiernos han adoptado o reforzado los regímenes federalistas ya existentes 
en su búsqueda de una mayor estabilidad macroeconómica y una justicia 
distributiva. En el proceso, deben resolver asuntos polémicos como la gober­
nabilidad, la distribución de recursos fiscales, la coordinación de las políticas 
públicas, y la definición de las prioridades para el desarrollo nacional, todo 
ello con la participación conjunta de múltiples actores institucionales de 
distintos niveles. 

El federalismo moderno enfrenta un dilema de fondo debido a dos de­
mandas en pugna por la igualdad y la eficacia. Por un lado, los gobiernos 
enfrentan una gran presión para volverse más equitativos y democráticos, 
ofreciendo acceso y participación en la distribución de recursos. Por el otro, 
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la sociedad espera que logren el crecimiento económico y cumplan los com­
promisos de eficacia y transparencia en la administración pública. 

Gran parte del debate actual sobre la gobernabilidad se centra en este 
dilema, el cual es parte de un debate mayor en cuanto a las prácticas demo­
cráticas (Lechner, 1997; Gibson, 2004; Watts, 2010).

La federación ofrece una solución funcional, aunque lejos de ser com­
pleta, a los problemas básicos de la gobernanza democrática; añade una 
nueva dimensión a la tradicional fórmula republicana de división de pode­
res y, en teoría, facilita el proceso de las políticas locales y las acciones del 
gobierno (Kramer, 1994; Burgess, 2003). Sin embargo, en su funcionamiento 
cotidiano, los sistemas federalistas son complejos y plagados de conflictos 
internos. También enfrentan limitaciones de capacidad, en particular en 
los niveles subnacionales (Flamand, 2010). La competencia entre el poder 
central, de carácter nacional —las asociaciones locales, en este caso las 
distintas entidades subnacionales: regiones, estados, distritos y municipa­
lidades, entre otros— es inmanente al sistema. De acuerdo con William Riker 
(1964), todos los regímenes federalistas enfrentan un continuo choque de 
intereses de naturaleza política y económica. Por un lado, las entidades lo­
cales buscan acceder a un creciente porcentaje de los recursos distribuidos 
por el poder central, así como a una mayor influencia en el proceso de toma 
de decisiones que afecta al grupo en general. Por otro lado, el gobierno federal 
tiende a acumular recursos y atribuciones en un intento por asegurar su 
control sobre el gran número de entidades subnacionales. Cuando los acto­
res y fuerzas en conflicto respecto a distintos proyectos políticos participan 
en esta arena competitiva —el clásico escenario de la transición de un ré­
gimen autocrático a uno más democrático—, la inestabilidad resultante 
amenaza el propósito original del sistema federalista. 

En un intento por reducir esas tensiones, muchos gobiernos han adop­
tado normas legales que regulen las jurisdicciones de la federación y sus 
entidades federativas. Otra práctica común consiste en que la autoridad 
central establezca estándares nacionales en ciertas áreas, para después ca­
pacitar a las entidades con miras a alcanzar estos estándares en sus respec­
tivas condiciones y circunstancias. En la práctica, la eficacia de tales solu­
ciones depende principalmente de tres elementos: la capacidad de las 
autoridades centrales y locales de evitar traslapaciones innecesarias en la 
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aplicación de políticas públicas; la distribución adecuada de los recursos 
fiscales; y un sistema de recursos y políticas económicas orientadas a alcan­
zar ciertos estándares (Rodríguez, 2014). 

En países como México, cuyas estructuras políticas y económicas aún 
se encuentran experimentando transformaciones significativas, la consoli­
dación de tales sistemas representa un desafío de extraordinaria comple­
jidad. Además de los problemas de ineficacia de costos, y burocracias infla­
das asociadas con la operación de los sistemas federalistas (Perotti, 1996), los 
legisladores deben lidiar con escenarios de profunda iniquidad, procesos e 
instituciones democráticos débiles, gobiernos divididos entre líneas políti­
cas y la existencia de fuertes y constantes disputas en cuanto a los recursos 
y espacios para la acción política (Majeed et al., 2006). Tales tensiones ne­
cesariamente limitan la implementación eficaz de los sistemas federalistas 
y reducen el nivel de transmisión de poder del gobierno federal a los niveles 
estatales y locales. 

México adoptó un sistema federalista por primera vez hace casi dos 
siglos, pero después atravesó largos periodos de centralismo de facto. En 
realidad, el proceso ha sido más cíclico que lineal. Durante gran parte del 
siglo xx, el país fue gobernado por un régimen unipartidista, sumamente 
centralizado y autoritario que de federalista sólo llevaba el nombre. En 
muchos casos, los estados sólo ejecutaban las instrucciones del gobierno 
federal (Flamand, 2010).

Sin embargo, a finales del siglo pasado, ese panorama empezó a cambiar 
de manera significativa. En 1997, por primera vez desde la Revolución 
mexicana, ningún partido obtuvo una mayoría en el Congreso federal. Tres 
años después, un candidato de la oposición ganó la presidencia por primera 
vez en 71 años, acabando así con el dominio de décadas del Partido Revolu­
cionario Institucional (pri) a nivel nacional, estatal y municipal. La victoria 
del presidente Vicente Fox, del conservador Partido Acción Nacional (pan), 
culminó con 11 años de conquistas a nivel estatal. Al mismo tiempo, las 
demandas sociales para una mayor democratización, tanto del gobierno 
como de los servicios, habían dado lugar a un poder federal delegado a los 
estados en múltiples áreas —siendo esto más notable en la arena política, 
pero también en infraestructura, salud pública y educación—, un proceso 
al que nos referiremos como federalización. 
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Arnaut (1994) señala que el término “federalización” ha sido usado en 
el discurso gubernamental para indicar dos dinámicas opuestas en la histo­
ria de México. La primera es la recentralización del sistema por el gobierno 
federal, primordialmente durante la primera parte del siglo xx; y el segundo 
y más reciente fenómeno, la descentralización del sistema, con nuevos 
poderes y funciones asignadas a los gobiernos estatales y municipales. En este 
capítulo, usamos este término para referirnos a la segunda acepción, la 
cual refleja intentos recientes en México para delegar las responsabilidades 
fiscales y administrativas a las autoridades a nivel subnacional. 

El proceso no es de ningún modo unidireccional y tampoco ha finalizado. 
A primera vista —y en el discurso político dominante— pareciera que el 
gobierno federal delegara cada vez más recursos y control a los estados y 
municipios. En realidad, la descentralización coexiste con tendencias cen­
tralizadoras en varias áreas. Ejemplos de esto incluyen nuevas reglas sobre 
rendición de cuentas impuestas por el gobierno federal a las instituciones 
municipales y estatales y a los nuevos sistemas financieros para las insti­
tuciones de educación superior. 

En México, el proceso de federalización en curso se caracteriza por di­
versas contradicciones, limitaciones y problemas. Éstas incluyen la hiper­
burocratización de los mecanismos de distribución y control, los cuales han 
disminuido en lugar de aumentar el nivel de autonomía del que gozaban las 
instituciones estatales (Ordorika, 2010; Rodríguez, 2014). En segundo lugar, 
mientras que ha habido una asignación gradual de los recursos a los gobiernos 
locales, el gobierno federal aún recauda la gran mayoría de los impuestos y 
establece gran parte de las políticas públicas, reduciendo, de hecho, los incen­
tivos para que los gobiernos locales aumenten sus ingresos y rindan cuentas 
a sus electores. Por último, persisten fuertes discrepancias y desigualdades 
en la distribución de recursos entre los estados y las instituciones; en mu­
chos casos, las entidades más ricas o más desarrolladas reciben el mayor 
porcentaje de los fondos federales. 

Además, el retorno del pri a la presidencia en 2012 ha desencadenado 
una tendencia neocorporativista y recentralizadora en la política mexicana. 
Un día después de que el presidente Enrique Peña Nieto tomara posesión, 
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el pri firmó un pacto1 con los principales partidos de oposición a fin de 
impulsar una serie de “reformas estructurales” para el año 2018. Aduciendo 
la necesidad de fortalecer sectores económicos y sociales clave (energía, 
telecomunicaciones, seguridad, educación, y salud, entre otros), el gobierno 
ha promovido políticas y reformas legales que, en la práctica, conllevan la 
recentralización del control sobre esos sectores. Como resultado, México 
aún debe cumplir con los principales objetivos del modelo federalista: 
transmisión del poder real a los estados como medio para lograr una mayor 
rendición de cuentas gubernamental; promover el desarrollo local y regio­
nal, y, sobre todo, combatir la extendida pobreza y desigualdad. 

Cuadro 1
POBREZA Y POBREZA EXTREMA POR ESTADO (2010-2014). 
(PORCENTAJE DE LA POBLACIÓN)

2010 2012 2014 2010 2012 2014

Aguascalientes 38.1 37.8 34.8 3.8 3.4 2.1
Baja California 31.5 30.2 28.6 3.4 2.7 3.1
Baja California Sur 31 30.1 30.3 4.6 3.7 3.9
Campeche 50.5 44.7 43.6 13.8 10.4 11.1
Coahuila 27.8 27.9 30.2 2.9 3.2 3.7
Colima 34.7 34.4 34.3 2.5 4 3.4
Chiapas 78.5 74.7 76.2 38.3 32.2 31.8
Chihuahua 38.8 35.3 34.4 6.6 3.8 5.4
Ciudad de México 28.5 28.9 28.4 2.2 2.5 1.7
Durango 51.6 50.1 43.5 10.5 7.5 5.3
Guanajuato 48.5 44.5 46.6 8.4 6.9 5.5
Guerrero 67.6 69.7 65.2 31.8 31.7 24.5
Hidalgo 54.7 52.8 54.3 13.5 10 12.3
Jalisco 37 39.8 35.4 5.3 5.8 3.2
México 42.9 45.3 49.6 8.6 5.8 7.2
Michoacán 54.7 54.4 59.2 13.5 14.4 14
Morelos 43.2 45.5 52.3 6.9 6.3 7.9
Nayarit 41.4 47.6 40.5 8.3 11.9 8.5
Nuevo León 21 23.2 20.4 1.8 2.4 1.3

1 El 2 de diciembre de 2012, los presidentes del pri, pan y el prd firmaron el Pacto por 
México, el cual enumeró 96 metas a completar para el final del periodo del presidente Peña, en 
2018. El acuerdo no tenía precedentes en el fracturado paisaje político mexicano, y suscitó temores 
sobre la reconcentración de poder por el Ejecutivo (un proceso al que los mexicanos se refieren 
como presidencialismo).

Pobreza extremaPobreza



158 / Imanol Ordorika, Roberto Rodríguez-Gómez, Marion Lloyd

Cuadro 1 (Continuación)

2010 2012 2014 2010 2012 2014

Oaxaca 67 61.9 66.8 29.2 23.3 28.3
Puebla 61.5 64.5 64.5 17 17.6 16.2
Querétaro 41.4 36.9 34.2 7.4 5.2 3.9
Quintana Roo 34.6 38.8 35.9 6.4 8.4 7
San Luis Potosí 52.4 50.5 49.1 15.3 12.8 9.5
Sinaloa 36.7 36.3 39.4 5.5 4.5 5.3
Sonora 33.1 29.1 29.4 5.1 5 3.3
Tabasco 57.1 49.7 49.6 13.6 14.3 11
Tamaulipas 39 38.4 37.9 5.5 4.7 4.3
Tlaxcala 60.3 57.9 58.9 9.9 9.1 6.5
Veracruz 57.6 52.6 58 18.8 14.3 17.2
Yucatán 48.3 48.9 45.9 11.7 9.8 10.7
Zacatecas 60.2 54.2 52.3 10.8 7.5 5.7
Promedio nacional 46.1 45.5 46.2 11.3 9.8 9.5

Fuente: Estimados basados en el Módulo de Condiciones Socioeconómicas (mcs) de la Encuensta Nacional de 
Ingresos y Gastos de Hogar Hogar (enigh) 2010, 2012 y 2014. 2014. coneval-inegi.

http://www.inegi.org.mx/est/contenidos/proyectos/encuestas/hogares/modulos/mcs/

La educación superior en un marco federalista

En este capítulo, examinamos la federalización de un área estratégica de 
influencia gubernamental: la educación superior. Los recientes cambios en 
el sector reflejan de diversas maneras las tendencias en progreso en otras 
áreas, tales como la educación primaria, la salud pública y el gobierno. Sin 
embargo, también hay diferencias debido a la enorme expansión del sistema 
en las últimas décadas. 

En el contexto de la globalización y la sociedad del conocimiento, la 
importancia de la educación superior como motor para el cambio económi­
co y social tal vez nunca haya sido mayor. Un aumento de la demanda de 
licenciaturas universitarias ha impulsado a muchos países a expandirse y 
diversificar su oferta terciaria, como parte del proceso de masificación en 
marcha desde los años setenta. No obstante, en México, como en otros 
países en desarrollo, el acceso a la educación superior sigue estando restrin­
gido, mientras persisten grandes desigualdades entre las clases sociales, las 
regiones y los tipos de institución. En 2015, la tasa bruta de matrícula fue 

Pobreza extremaPobreza
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de sólo 34 por ciento, muy por debajo del promedio latinoamericano, y en 
2012 de 41 por ciento (Mendoza, 2012). Asimismo, hay variaciones mayores 
en el grado de autonomía entre los tipos de institución; un acceso desigual 
a la educación superior entre las regiones y los niveles socioeconómicos, y 
la fuerte concentración de las capacidades de investigación técnica y cien­
tífica en la capital, con repercusiones a nivel regional. 

En décadas recientes, el gobierno ha iniciado una mayor expansión y 
descentralización del sistema con objeto de volverlo más eficiente, demo­
crático y receptivo a las necesidades locales. Mientras tanto, las autoridades 
subnacionales se han vuelto mucho más proactivas en la creación de nue­
vas instituciones, con financiamientos repartidos por igual entre los estados 
y el gobierno federal. Como con otras áreas afectadas por la federalización, 
los resultados son variados. Por un lado, el sistema está cada vez más descen­
tralizado en términos de financiamiento básico, currículo y diseño de pro­
gramas, así como de localización geográfica de las instituciones. Por otro 
lado, el gobierno federal mantiene el control sobre las nuevas fuentes de 
financiamiento competitivo —conocidas como “fondos extraordinarios”—, 
así como sobre otras áreas estratégicas como los institutos tecnológicos y la 
investigación científica. El escenario resultante es muy complejo, a menudo 
con resultados contradictorios, —como es el caso de muchos sistemas fede­
ralistas alrededor del mundo. 

Para situar el sistema federalista mexicano en un contexto histórico, empe­
zamos por resumir sus orígenes y desarrollo desde principios del siglo xix 
a la fecha. Después exponemos las principales transiciones y procesos polí­
ticos que definen el marco del federalismo actual, tales como la reforma fiscal, 
los cambios a la administración pública federal, y la transición democrática, 
así como las políticas de control, transparencia y rendición de cuentas en 
el sector federal. A continuación, ofrecemos una breve explicación del sis­
tema fiscal mexicano, haciendo hincapié en los mecanismos de financia­
miento para la educación y, en particular, la educación superior. Continuamos 
con un panorama del sistema mexicano de educación superior, con énfasis 
en las últimas seis décadas de crecimiento y diversificación. Seguimos con 
una discusión acerca de los límites y las contradicciones del tipo de federa­
lismo mexicano, en particular la persistencia de desigualdades, la hiperbu­
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rocratización de los mecanismos de financiamiento, y las implicaciones 
para la autonomía universitaria. Por último, concluimos con reflexiones 
acerca del estado actual del sistema de educación superior. 

Un breve informe del federalismo en México

México optó por un sistema federalista poco después de lograr su indepen­
dencia del dominio colonial, adoptando incluso el nombre oficial de Estados 
Unidos Mexicanos. La Constitución de 1824 declara: “La nación Mexicana 
adopta para su gobierno la forma de una república popular y federal”. Sin 
embargo, los primeros principios federalistas consagrados en la Constitu­
ción de 1824 han sufrido grandes fluctuaciones y modificaciones legales en 
los últimos dos siglos, dependiendo del grupo, o partido en el poder. Durante 
gran parte del siglo xix, facciones opositoras pelearon sobre el grado en el 
que el gobierno federal debería ceder poder a los estados —o más bien dicho, 
por el grado de poder que las entidades locales deberían otorgar a las auto­
ridades federales—, mientras que los ganadores consagraron sus preferen­
cias en constituciones sucesivas en 1836, 1843 y 1857 (Valencia, 2003). La 
disputa entre federalismo y centralismo dominó las primeras tres décadas 
de la independencia de México, y fue una fuente recurrente de conflicto a 
lo largo del siglo (Vázquez, 1993). 

Durante la década de 1850, México implementó una serie de reformas 
liberales que dieron lugar a la federalista Constitución de 1857. Un año 
después, Benito Juárez fue elegido para el primero de sus cinco periodos en 
el cargo. Sin embargo, pronto estalló una guerra entre liberales y conserva­
dores, seguida de la invasión francesa en 1861 y el reinado de tres años del 
emperador. Juárez recuperó el poder en 1867 y dio inicio a un periodo cono­
cido como la República Restaurada, en el que buscó implementar muchas 
de las reformas modernizadoras. 

El periodo federalista no duró mucho más que Juárez, quien murió en 
el cargo en 1872. Cuatro años después, Porfirio Díaz asumió la presidencia, 
y el país entró en un periodo de dictadura de facto por 35 años (1876-1911). 
A pesar de que México permaneció constitucionalmente como un estado 
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federalista, Díaz “redujo las instituciones constitucionales a un nivel mera­
mente semántico, el federalismo sólo existía en papel, porque la realidad es 
que el gobierno estaba incluso más centralizado” (Valencia, 2003: 363).

La inobservancia de Díaz del pacto federalista —y de los principios 
democráticos en general— llevó finalmente a su derrocamiento en 1911. 
Sin embargo, el levantamiento contra su gobierno también era un testimo­
nio de la fuerza de las facciones locales y regionales en un país cuya pobla­
ción todavía era primordialmente rural y estaba dispersa geográficamente. Con 
la consigna, “sufragio efectivo, no reelección”, terratenientes y campesinos 
locales tomaron las armas contra el gobierno, desencadenando una guerra 
civil que duraría una década conocida como la Revolución mexicana. 

Por último, en 1917, y con un estimado de un millón de bajas, el bando 
victorioso esbozó una nueva Constitución basada firmemente en principios 
federalistas, a pesar de que la lucha continuó por varios años más. 

La Constitución de 1917, aún vigente, dispone en su artículo 40: 

Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, 
democrática [y] federal, compuesta de estados libres y soberanos en todo lo 
concerniente a su régimen interior; y por la Ciudad de México, unidos en una 
federación establecida según los principios de esta ley fundamental (Gobierno 
de México, 1917).

La Constitución misma le abre camino a interpretaciones encontradas 
sobre el federalismo mexicano, incluida la disposición de la “intervención 
federal” para el restablecimiento del orden. Ese mandato centralista llevó al 
establecimiento de un sistema unipartidista eficaz en 1929, con el Partido 
Nacional Revolucionario (después llamado Partido Revolucionario Institu­
cional). Como el nombre del partido indica, buscaba consolidar y centralizar 
las conquistas de la revolución dentro del orden constitucional. En la prácti­
ca, el partido desarrolló un complejo sistema corporativista, el cual dividía 
sectores clave de la sociedad en diferentes corporaciones bajo un estricto 
control federal. De especial relevancia para la división de poderes, el presi­
dente también ejercía un considerable control sobre los gobiernos estatales, 
y en muchos casos elegía personalmente a los gobernadores, los cuales ac­
tuaban como delegados federales de facto para los estados (Carpizo, 1978; 
Garrido, 1982).
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En resumen, Valencia (2003: 367-368) sostiene que durante la mayor 
parte del siglo xx, el sistema mexicano de gobierno operó bajo los principios 
de “federalismo en teoría y centralismo de facto”. Por ejemplo, una reforma 
en 1934 le dio al Congreso el poder único de legislar sobre la electricidad. 
Otra reforma en 1942 incrementó el control federal sobre inversiones extran­
jeras, créditos y aseguradoras, la explotación de los recursos naturales y los 
impuestos sobre la electricidad, entre otros. Tal vez aún más significativo, 
por décadas el gobierno federal controló 85 por ciento del presupuesto na­
cional, con una mínima participación de los estados (Valencia, 1993). En 
general, el arreglo benefició a los políticos locales, los cuales cedieron su 
autoridad fiscal a cambio de protección federal (pri) de la competencia elec­
toral local (Díaz-Cayeros, 2006).

Aún así, los políticos mexicanos no ignoraban las contradicciones exis­
tentes entre el federalismo dictado por la Constitución y la realidad centra­
lista, que tuvo implicaciones tanto para la legitimidad del pri, como para la 
gobernabilidad del país en general. 

Las Convenciones Nacionales Fiscales de 1925, 1933 y 19472 buscaron 
aclarar los dominios de los gobiernos federal, estatal y municipal en térmi­
nos de recaudación de impuestos y reparto de ingresos, así como resolver 
las encontradas demandas del enriquecido norte y el empobrecido sur 
(Reyes, 2004). En 1925, el sistema era tan confuso que el secretario de Fi­
nanzas, Alberto J. Pani, lo describió como una “anarquía fiscal” plagada de 
“innumerables fuentes de corrupción” (Reyes, 2004: 8). Las primeras dos 
convenciones se enfocaron en simplificar el sistema de recaudación de im­
puestos, para poder evitar la doble imposición y aumentar los ingresos.

Sin embargo, el proceso se vio interrumpido por el comienzo de la Se­
gunda Guerra Mundial. Para la tercera convención, el sistema se había 
vuelto tan complejo que los delegados tenían que empezar prácticamente 
de cero para definir las responsabilidades fiscales —esfuerzos exitosos sólo 
en parte desde una perspectiva federalista (Reyes, 2004). 

Con las crisis políticas y financieras de finales de los años setenta, México 
emprendió una era de “nuevo federalismo” (Valencia, 1993). En contraste 

2 Una cuarta Convención Fiscal Nacional, llevada a cabo en 2004, introdujo mecanismos di­
señados para llevar más fondos a los estados con mayor pobreza. Sin embargo, hay un debate 
considerable acerca de los efectos generales en términos de equidad del sistema fiscal. 
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con el federalismo clásico, el cual se distinguía entre dos órdenes en yuxtapo­
sición con el otro; este nuevo enfoque opera bajo el principio de la distribu­
ción del poder, llevado a cabo a través de mecanismos de cooperación y coor­
dinación. Entre los cambios principales estaban las reformas fiscales y las 
modificaciones a la administración pública federal. La alternancia política 
a nivel estatal, y después federal que empezó a finales de los años ochenta 
también fue instrumental en el cambio del equilibrio del poder entre los 
gobiernos federal y estatales, como lo fue la creación de un órgano autónomo 
en 1990, el Instituto Federal Electoral. En la siguiente sección, revisaremos 
las reformas clave que han funcionado como catalizadoras para la “refede­
ralización” de México, un proceso que, aunque lejos de haber finalizado, 
tiene implicaciones mayores para el sistema de educación superior del país. 

Del federalismo teórico al nuevo federalismo

Durante las últimas tres décadas, el sistema político mexicano ha experimen­
tado importantes transformaciones, que son resultado de procesos en pro­
greso a nivel nacional y local. Cuatro tendencias en particular son signifi­
cativas. A fines de los años setenta, el país realizó reformas importantes en la 
administración pública, a través de la creación de nuevas agencias, normas, 
y criterios que afectaban a los gobiernos locales y federales. En segundo 
lugar, la introducción de un nuevo sistema de recaudación de impuestos en 
1978, y en particular después de 1997, transformó la recaudación, la distri­
bución y la supervisión de los ingresos federales. En tercer lugar, como parte 
del proceso de descentralización, el gobierno transfirió el control adminis­
trativo de los sistemas de salud y educación básica a los gobiernos estatales. 
Por último, la ganancia política por parte de los partidos de oposición, que 
inició a finales de los años ochenta, culminó con el colapso del régimen uni­
partidista en el año 2000, abriendo camino a nuevos procesos de transición 
democrática. Aunque estos procesos sucedían con una relativa independencia, 
forman parte de los esfuerzos por abordar los problemas económicos y so­
ciales que habían surgido en México desde los años ochenta. 
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En respuesta a la severa crisis económica desencadenada por la baja de 
los precios mundiales de gasolina y la crisis de endeudamiento de los años 
ochenta, el gobierno federal emprendió una serie de estrategias para incor­
porar a México en las dinámicas de la globalización. Como en otros países 
latinoamericanos, el país actuó de acuerdo con los planes de los ajustes es­
tructurales estipulados por las agencias financieras internacionales. Empe­
zando por la presidencia de Miguel de la Madrid (1982-1988), el gobierno 
experimentó con diversas fórmulas para reactivar la economía nacional. 
Sin embargo, durante las dos décadas siguientes los programas anticrisis 
atribuyeron menor importancia al control monetario y fiscal para concentrarse 
en la reorganización de las finanzas públicas; se enfocaron menos en los 
programas diseñados a atraer inversión extranjera y comercio internacional, 
y pusieron un mayor empeño en la redefinición del papel del Estado y en el 
ámbito económico; igualmente poniendo menos atención en los programas 
de austeridad fiscal y enfocando sus esfuerzos en las políticas de desarrollo 
regional y económico. 

Debajo de todos estos cambios había un nuevo énfasis en la planeación 
gubernamental, con una creciente colaboración entre los gobiernos federal 
y estatales. Mientras que al inicio muchas de las funciones de planeación se 
concentraban en la rama ejecutiva de la Secretaría de Programación y Pla­
neación (1976); el gobierno ha creado desde entonces una serie de institu­
ciones autónomas para monitorear el trabajo de los gobiernos federal y es­
tatales y delegar más poder a los segundos. Éstas incluyen la Auditoría 
Superior de la Federación y oficinas similares a nivel estatal, el Consejo 
Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo Social, y el Instituto 
Federal de Acceso a la Información (ahora Instituto Nacional de Transpa­
rencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales), el cual 
ha promovido el desarrollo de las leyes de transparencia a nivel local. 

El gobierno también ha experimentado transformaciones importantes en 
términos de responsabilidad fiscal. En 1978, el Congreso aprobó la Ley de 
Coordinación Fiscal, la cual llevó a la creación del Sistema Nacional de Coor­
dinación Fiscal. El sistema tenía el doble objetivo de aumentar la recauda­
ción de impuestos y brindar autoridad a los estados para distribuir una mayor 
parte de las ganancias resultantes. De mayor relevancia para el financia­
miento de la educación superior fue la enmienda a la Ley de Coordinación 



La autonomía universitaria en el marco del federalismo / 165

Fiscal de 1997, la cual introdujo el concepto de “fondos de apoyo” para 
áreas estratégicas, incluidos la educación tecnológica y la capacitación de 
maestros. La nueva infraestructura presupuestaria también especificaba 
responsabilidades federales y estatales así como de vigilancia de los progra­
mas de gasto; las agencias federales son responsables de calcular el presu­
puesto total que será transferido a cada estado, y cada estado registra los 
fondos recibidos en sus propios sistemas de contabilidad (Rodríguez, 2007). 

Para reducir el riesgo de que las entidades municipales o estatales usen 
los fondos para otros propósitos, la ley presentó un sistema de asignación 
de fondos y otros mecanismos de control. El gobierno también implementó 
sistemas más flexibles y financiamientos conjuntos para proyectos especí­
ficos, tales como la creación de nuevos campus universitarios a nivel estatal. 
Los cambios han tenido implicaciones importantes para el financiamiento 
federal de la educación superior, como discutiremos más adelante en este 
capítulo. 

Un tercer hito en el proceso de federalización fue la descentralización 
del sistema mexicano de educación básica que comenzó en los años ochenta. 
El proceso se aceleró en 1992, cuando el gobierno federal y el Sindicato 
Nacional de Trabajadores de la Educación (snte) firmaron el Acuerdo Nacio­
nal para la Modernización de la Educación Básica (anmeb). El acuerdo incluía 
tres objetivos principales: cambiar el control administrativo del sistema 
educativo a los estados (en parte como una herramienta de coerción para 
reducir el poder de negociación del sindicato de maestros, el más grande en 
América Latina); reformar el plan de estudios; e implementar un nuevo 
sistema de incentivos para que los maestros mejoraran sus cualificaciones 
laborales. Sin embargo, en la práctica, la Secretaría de Educación Pública 
federal retuvo el control sobre el plan de estudios escolar y las negociacio­
nes salariales con el sindicato, delegando el control administrativo sólo a los 
estados (Arellano, 2012). Como resultado, “las negociaciones respecto a sala­
rios tienen lugar a nivel federal, pero la carga fiscal adicional es de los es­
tados” (World Bank, 2012: 9). Algunos observadores han sugerido que la 
descentralización del sistema educativo, como la del sistema de salud pública 
en los años ochenta, tenía más que ver con la imagen que con el contenido; 
el pri necesitaba estimular sus credenciales democráticas tras los cada vez 
más frecuentes reclamos de fraude electoral y corrupción (Martínez, 2001). 
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Sin embargo, aunque la estrategia rindió frutos, los beneficios duraron poco. 
Los partidos de oposición ganaron la primera gubernatura en 1989. Luego, 
en 1997, por primera vez desde la Revolución mexicana, ningún partido 
obtuvo una mayoría en la Cámara de Diputados y un candidato de oposi­
ción fue elegido jefe de gobierno de la Ciudad de México.3 Las victorias 
prepararon el terreno para la elección del presidente Fox en el año 2000 y 
subsecuentes victorias de la oposición a niveles estatal y municipal. La com­
petencia política resultante llevó a un mayor activismo a nivel subnacional, 
incluyendo la práctica ahora común de presión al Congreso para un mayor 
financiamiento de las instituciones existentes, o para la creación de nuevas 
por parte de los legisladores estatales y los funcionarios universitarios. En la 
siguiente sección, ofrecemos un breve repaso de la estructura del sistema 
fiscal del país, el cual describe el sistema de financiamiento para la educa­
ción básica y superior.

El sistema fiscal mexicano

En comparación con otras federaciones, la naturaleza del sistema fiscal 
mexicano es en extremo centralizada (Díaz-Cayeros, 2006). En términos 
generales, el gobierno federal es responsable de la recaudación de impuestos en 
todas las fuentes móviles de ingreso, incluidos impuestos, impuestos sobre 
ventas y ganancias de capital, que en conjunto suman casi 90 por ciento de 
todos los ingresos fiscales del país. Mientras tanto, los gobiernos locales 
recaudan de fuentes no móviles, tales como la tierra y los bienes raíces, y 
los vehículos registrados localmente. Por el contrario, los ingresos fiscales locales 
suman 17 por ciento del presupuesto estatal en Argentina y el 30 por ciento 
en Colombia (World Bank, 2012). 

Bajo el sistema mexicano, los gobiernos locales ceden las facultades 
para la recaudación de impuestos al gobierno federal, el cual reembolsa 
60 por ciento del ingreso resultante a las entidades locales. De este porcen­
taje, 80 por ciento se destina a los estados y 20 por ciento a los municipios 

3 Como parte del proceso de federalización, una enmienda constitucional de enero de 2016 
transformó el Distrito Federal al equivalente del Estado mexicano número 32. La capital ahora se 
conoce solo como Ciudad de México.
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(Reyes, 2014). En teoría, el mecanismo le permite al gobierno federal en­
frentar la desigualdad en los niveles estatales al desviar una parte propor­
cionalmente mayor de los ingresos fiscales a los estados más pobres. Sin em­
bargo, no siempre es así, ya que apenas 10 por ciento del financiamiento 
total es erogado a través de acuerdos (conocidos como convenios) negocia­
dos caso por caso entre los estados y el gobierno federal (World Bank, 2012; 
ceey, 2013). La fuerte dependencia de los gobiernos locales al financiamiento 
federal en México también tiene por objeto disuadir a los estados para que 
no aumenten la recaudación local de impuestos, y exime a los funcionarios 
locales de rendir cuentas a sus electores (World Bank, 2012). 

Como parte del proceso de descentralización, el financiamiento federal 
total para los gobiernos locales casi se duplicó entre 2000 y 2012, de 776 mil 
millones de pesos a 1.3 trillón de pesos (Auditoría Superior de la Federación, 
2013), aumentando la capacidad de gasto total de los gobiernos subnacio­
nales. Además, en los últimos años, el gobierno ha creado diversos fondos 
especiales para fortalecer los proyectos de desarrollo y la capacidad de ges­
tión administrativa en los niveles regional, estatal y municipal. Sin embargo, 
el aumento de financiamiento federal viene con ciertas condiciones. El go­
bierno federal transfiere el resto en forma de participaciones que serán 
usadas a discreción de los estados y que se obtienen de la recaudación fe­
deral a nivel estatal y municipal. Las aportaciones son destinadas a áreas 
específicas, tales como educación, salud, construcción de carreteras o conser­
vación del medio ambiente, una disposición que limita el grado de autonomía 
de los gobiernos locales. De hecho, la proporción de financiamiento federal 
condicionada a los gobiernos estatales en México está entre las más altas 
del mundo; cerca de 48 por ciento en comparación con 25 por ciento en los 
Estados Unidos y 2.5 por ciento en Rusia (World Bank, 2012; ceey, 2013).

Financiamiento para educación

El gobierno mexicano gastó alrededor de 5.5 por ciento del producto interno 
bruto (pib) en educación en 2014 (Peña Nieto, 2015), gasto ligeramente 
superior al promedio de los demás miembros de la Organización para la 
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Cooperación y el Desarrollo Económicos (oced, 2015). Como es el caso de 
otros sectores, el gobierno federal supone la mayor parte del gasto en edu­
cación: 79.2 por ciento, en comparación con 20.7 por ciento de los estados 
y 0.01 por ciento de los municipios en 2014 (Peña Nieto, 2015). Una gran 
parte de la cantidad federal es asignada a través de las ramas 11, 25 y 33 
del presupuesto federal, la primera de las cuales es administrada directa­
mente por la Secretaría de Educación Pública y el resto por los estados. Sin 
embargo, en el caso de la educación básica, cerca de 80 por ciento del finan­
ciamiento está asignado a los salarios de los docentes, y otro 17 por ciento a 
otras áreas fijas de gasto, dejando a los estados con poco margen para deter­
minar sus prioridades de gasto (México Evalúa, 2011).

Cuadro 2
GASTO PÚBLICO EN EL SECTOR EDUCATIVO  
(MILLONES DE PESOS ACTUALES)

Total Federal Estatal Municipal Total Federal Estatal Municipal

2000 276,438.6 223,384.9 52,595.0 458.7 100.0 80.8 19.0 0.2
2001 311,174.7 250,818.5 59,841.2 515.0 100.0 80.6 19.2 0.2
2002 344,332.1 276,631.5 67,122.6 578.0 100.0 80.3 19.5 0.2
2003 386,715.7 307,406.5 78,576.5 732.7 100.0 79.5 20.3 0.2
2004 416,141.2 327,266.9 88,048.0 826.3 100.0 78.6 21.2 0.2
2005 464,030.1 363,559.7 99,562.4 908.0 100.0 78.3 21.5 0.2
2006 503,867.2 397,697.7 105,171.9 997.6 100.0 78.9 20.9 0.2
2007 543,584.0 430,180.4 112,290.7 1,112.9 100.0 79.1 20.7 0.2
2008 600,985.9 472,623.0 127,167.9 1,195.0 100.0 78.6 21.2 0.2
2009 636,702.8 507,585.9 127,826.2 1,290.7 100.0 79.7 20.1 0.2
2010 696,119.0 541,931.8 152,797.6 1,389.6 100.0 77.9 21.9 0.2
2011 755,054.1 589,047.1 164,617.4 1,389.6 100.0 78.0 21.8 0.2
2012 815,249.9 640,417.8 174,631.7 200.4 100.0 78.6 21.4 0.0
2013 862,036.3 670,633.9 191,088.7 313.7 100.0 77.8 22.2 0.0
2014 923,359.5 731,252.4 191,529.2 577.9 100.0 79.2 20.7 0.1

Fuente: Enrique Peña Nieto. Tercer Informe de Gobierno 2014. Anexo Estadístico.

En comparación con las escuelas primarias y secundarias, las institu­
ciones de educación superior tienen mayor libertad para el gasto de su 
presupuesto, el cual ha crecido de manera significativa en los últimos años. 
El gasto total en la educación pública superior prácticamente se duplicó 
entre 2006 y 2015, de 73’000,000,000 de pesos a 126’000,000,000 en el 
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presupuesto de 2016. El gasto estatal también ha aumentado de manera sig­
nificativa, de 24 mil millones de pesos en 2006 a 38 mil millones en 2015. 
Como resultado de esto, el porcentaje de financiamiento estatal, en compa­
ración con el financiamiento federal, ha continuado relativamente constante 
durante el mismo periodo, variando de 29.9 a 34.8 por ciento. Sin embargo, 
como veremos más adelante en este capítulo, las instituciones de educación 
superior —incluidas aquellas autónomas— se han vuelto cada vez más 
dependientes de los fondos discrecionales y competitivos, cuya porción del 
presupuesto institucional ha sido de un promedio de aproximadamente 20 
por ciento en los últimos años (Mendoza, 2015a). Además, en el contexto 
del pluralismo político y la descentralización, las instituciones deben nego­
ciar el financiamiento con un mayor número de actores; éstos incluyen las 
legislaturas locales, los gobernadores, el Congreso federal, el Poder Ejecutivo, 
el Consejo Nacional para la Ciencia y la Tecnología (Conacyt), entre otros. 

Cuadro 3
GASTO DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
(MILLIONES OF PESOS, 2016)

Año
Gasto federal 

en educación superior1
Gasto estatal 

en educación superior2 Estados/Federal %

2006 $73,958.70 $24,663.10 33.3
2007 $82,437.23 $26,985.19 32.7
2008 $91,744.71 $28,861.10 31.5
2009 $100,724.07 $30,261.01 30.0
2010 $104,144.74 $33,835.12 32.5
2011 $106,917.74 $31,917.80 29.9
2012 $109,287.25 $33,226.40 30.4
2013 $114,881.49 $34,746.60 30.2
2014 $124,100.38 $43,134.53 34.8
2015 $125,719.86 $38,360.00 30.5
2016 $125,875.34 sin información -

Fuente: Dirección General de Planeación y Programación de la sep.
Nota: la cifra para el 2015 corresponde al presupuesto federal autorizado, y para el resto de los años, al gasto real. 
1Presupuesto federal aprobado para la educación superior.
2Cifra reportada por el Cuestionario sobre Financiamiento Educativo Estatal.

Los cambios combinados mencionados antes han tenido un profundo 
impacto en el funcionamiento de las instituciones privadas y públicas por 
igual, dado que éstas compiten por fuentes cada vez más diversificadas de 
financiamiento a nivel federal y estatal. 
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La educación superior mexicana desde 1950 a la fecha

México alberga una de las primeras instituciones de educación superior (ies) 
en América. En 1551, la Corona española estableció la Real y Pontificia 
Universidad de México. Después de la Independencia mexicana, los liberales 
que se oponían a las relaciones de la universidad con la Iglesia católica la 
cerraron en 1867, y no fue sino hasta 1910 que la institución renació como 
la Universidad Nacional de México (Ordorika, 2006). Durante la primera 
mitad del siglo xix, la educación superior continuó siendo espacio de una 
élite privilegiada. En 1950, México sólo tenía 23 ies. Éstas incluían dos ins­
tituciones federales: la Universidad Nacional Autónoma de México (unam) 
—la sucesora moderna de la Real y Pontificia Universidad de México— y el 
Instituto Politécnico Nacional (ipn). Además, había 12 universidades públicas 
operadas por el Estado, tres institutos tecnológicos regionales y seis univer­
sidades privadas. La matrícula total en ese entonces era de alrededor de 
50 mil estudiantes. 

A partir de los años cincuenta, el gobierno emprendió la primera gran 
expansión de la educación superior en México con la creación de 10 nuevas 
universidades públicas estatales a lo largo de la década y siete más en los 
años sesenta, todas ellas ubicadas en las capitales estatales. Además, con 
objeto de descentralizar el sistema, el gobierno amplió el número de insti­
tutos tecnológicos regionales, muchos de los cuales se establecieron en 
ciudades y municipios que tenían una creciente demanda de producción 
industrial y agrícola. Gracias a la fuerte inversión del gobierno federal, el 
sistema de educación superior experimentó un periodo de excepcional ex­
pansión en los años setenta. Para finales de la década, la matrícula total 
alcanzó los 800 mil estudiantes —16 veces más que el número de estudian­
tes en 1950— y la tasa neta de matrícula, que se refiere al número de estu­
diantes entre las edades de 19 y 23 años inscritos en la educación terciaria, 
había alcanzado 10 por ciento. Por primera vez en la historia de México, las 
ies fuera de la capital inscribieron a la mayoría de los estudiantes (Rodríguez, 
2009). 

El proceso de descentralización y diversificación de la educación supe­
rior en México ganó impulso en los años ochenta, antes de acelerar con 
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mayor fuerza durante los años noventa y la primera década del siglo xxi. 
Los siguientes factores fueron decisivos en la aceleración de la expansión 
y la desconcentración de la educación superior en el país:

a)	Inversión privada. Reforzada por una demanda sin precedentes en el 
sector público, así como por el apoyo gubernamental (mediante una 
regulación lasa y políticas fiscales favorables), la matrícula privada au­
mentó en gran medida en los años ochenta, llegando a alcanzar 20 por 
ciento del total. La proporción privada continuó creciendo a lo largo de 
la década de los noventa llegando a 30 por ciento a finales de la misma. 
Después se estabilizó en 33 por ciento actual de estudiantes de licen­
ciatura y 40 por ciento en los grados superiores (Rodríguez, 2009). Sin 
embargo, mientras la matrícula se ha inhibido en las instituciones 
privadas sin fines de lucro, las instituciones privadas (con fines de lucro)4 
progresaron en México en la década pasada, agrupando una creciente 
porción del mercado privado y del total de la matrícula terciaria. Por 
ejemplo, Laureate International Universities, el gigante de la educación 
con fines de lucro basado en Estados Unidos, opera tres universidades 
en México, incluida la segunda institución privada más grande del país, 
la Universidad del Valle de México, la cual cuenta con 70 mil estudian­
tes (Execum, 2016). 

b)	El crecimiento de las instituciones tecnológicas de financiamiento pú-
blico. En 1991, el gobierno federal fundó las primeras universidades 
tecnológicas que ofrecían grados de Técnico Superior Universitario (tsu) 
cursando dos o tres años de estudio. Estas universidades son similares 
a los community colleges (colegios universitarios) en Estados Unidos 
en el sentido de que responden a las necesidades de estudiantes traba­
jadores provenientes de familias con menos recursos y, en teoría, sirven 

4 Tradicionalmente, la mayor parte de las universidades han funcionado como instituciones 
sin ánimo de lucro, un estado que les exige reinvertir todas las ganancias de las instituciones a 
cambio de recortes de impuestos. Sin embargo, en años recientes ha habido un auge en los provee­
dores de educación con ganancia, los cuales suelen ser subsidiarios de grandes corporaciones, y 
muchos de los cuales están cotizados en la bolsa de valores. El sector lucrativo ha sido atacado con 
fuerza en los últimos años en Estados Unidos y Chile, entre otros países, por adoptar prácticas 
mercantiles deshonestas en un intento de atraer estudiantes y evadir las restricciones gubernamen­
tales (Ordorika y Lloyd, 2015).
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como trampolín para llegar a grados de mayor nivel. A partir de 1994, 
el gobierno reforzó el sistema de institutos tecnológicos (que ofrecen 
licenciaturas en ingeniería con duración de cuatro o cinco años) a tra­
vés de la creación de un subsistema de institutos tecnológicos descen­
tralizados para complementar a los institutos tecnológicos federales 
existentes. Además, a partir de 2001 surgió en México un nuevo subsis­
tema de instituciones: las universidades politécnicas (De la Garza, 2003). 
El nuevo modelo ofrece una variedad de títulos en ingeniería y tiene por 
objeto fortalecer los lazos con la industria al exigirle a los alumnos que 
se sometan a intensos periodos de prácticas y vinculando los planes de 
estudio con las necesidades tecnológicas locales. Por último, en 2014, 
el gobierno creó el Instituto Tecnológico Nacional de México para poder 
consolidar (y recentralizar) la coordinación de un sistema de institutos 
tecnológicos que crece a gran velocidad. 

c)	La creación de nuevos institutos de educación superior en los estados. 
Desde 2001, el gobierno federal, en conjunto con los gobiernos estatales, 
ha establecido 23 nuevas instituciones bajo el nombre de Universidades 
Públicas Estatales con Apoyo Solidario (upeas) y 12 universidades inter­
culturales (ui). En ambos casos, las universidades por lo general reciben 
la mitad de su financiamiento del gobierno federal y la otra mitad de 
los estados, a diferencia de los sistemas de financiamiento de las uni­
versidades estatales tradicionales, donde la proporción federal-estado 
varía considerablemente (Mendoza, 2015a). 

d)	La descentralización de las universidades públicas estatales. Con el ánimo 
de ampliar la cobertura de la educación superior en ciudades y munici­
pios pequeños, las universidades estatales crearon nuevos campos y cen­
tros universitarios al interior de sus respectivos estados. Aunque los ejem­
plos varían de manera significativa, en la mayoría de los casos las nuevas 
instalaciones se abrieron fuera de las capitales de los estados y en áreas con 
una amplia demanda de estudios terciarios. Esa tendencia se ha acele­
rado en los últimos años, dando lugar al establecimiento de 45 nuevos 
campos o centros de extensión universitaria entre 2007 y 2012 por 
parte de las universidades estatales (Mendoza, 2012). 
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e)	 La incorporación de escuelas normales públicas en el sistema de educación 
superior. En los años ochenta, el gobierno decidió que las instituciones 
dedicadas a la capacitación de los maestros de primaria y secundaria, 
conocidas como normales en México, podían otorgar grados a nivel 
terciario. Sin embargo, no fue sino hasta 2005, después de la reestruc­
turación de la Secretaría de Educación Pública, que las escuelas norma­
les se incorporaron al sistema de educación superior de manera oficial 
(Rodríguez, 2009). 

f)	 Educación a distancia. En 2012, el Instituto Tecnológico de Estudios Su­
periores de Monterrey (itesm), fue la primera institución en México 
que ofreció educación a distancia a nivel terciario, a través de su subsi­
diaria tecMilenio. Un año después, la unam agregó “Educación a Dis­
tancia” a su modalidad de Universidad Abierta y en 2005 empezó a 
ofrecer las primeras seis licenciaturas a 300 estudiantes (Andrade, 
2011). Otras universidades siguieron rápidamente su ejemplo y en 2012, 
después de varios años de programas piloto, el gobierno creó la Univer­
sidad Abierta y a Distancia de México. Actualmente, se cuenta con más 
de 460 mil estudiantes inscritos en los programas de educación supe­
rior, sumando 11 por ciento de la matrícula terciaria (sep, 2014).

g)	Nuevos modelos de financiamiento para instituciones. En 1991, el go­
bierno federal introdujo un sistema de financiamiento condicionado 
para las universidades estatales con objeto de complementar los fondos 
ordinarios destinados a los costos operativos. Los nuevos fondos “extraor­
dinarios” son destinados a ampliaciones infraestructurales (incluida la 
construcción de nuevos campos universitarios), así como a costos vin­
culados al crecimiento de la plantilla estudiantil, programas científicos 
y otras áreas consideradas estratégicas por el gobierno federal. Las uni­
versidades deben demostrar que los fondos fueron usados para los propó­
sitos estipulados para tener derecho a futuros financiamientos. 

Como resultado de estos cambios, la matrícula terciaria en México casi 
se triplicó entre 1990 y 2015, pasando de un millón a 35 millones de estudian­
tes. Mientras tanto, la tasa neta de matrícula aumentó de 15 por ciento en 
1990, a cerca de 29 por ciento en la actualidad. El porcentaje de estudiantes 
inscritos en los diversos programas de licenciatura se conforma de la 
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siguiente manera: Técnico superior universitario, 4.3 por ciento; normales, 
3.9 por ciento; licenciatura 85.1 por ciento; y programas de posgrado, 6.7 
por ciento (sep, 2014). 

Gráfica 1
LA EXPANSIÓN DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR EN MÉXICO DE 1970 A 2015

Es de destacar que el crecimiento ha sido mayor en las instituciones 
reguladas por los estados (los institutos tecnológicos descentralizados, las 
universidades tecnológicas, las universidades politécnicas, upeas y univer­
sidades interculturales), cuya matrícula en conjunto aumentó seis veces 
entre 2000-2001 y 2014-2015 (véase cuadro 4), mientras que la proporción 
de su matrícula terciaria total se triplicó, de 5.8 a 18.6 por ciento (sep, 
2016). Ese aumento de debió en gran medida a la presión impuesta por los 
funcionarios locales. 

También hay fuertes variaciones entre los estados, tanto en el tamaño 
de la matrícula como en la concentración de estudiantes entre los diversos 
tipos de controles instituciones y sectores. Por ejemplo, en 2015 en Chiapas, 
el estado más pobre de México, una tercera parte de la matrícula terciaria 
estuvo relacionada con el sector privado; mientras que en Baja California, 
un estado de relativa riqueza, el porcentaje privado fue de tan sólo una 
quinta parte. 
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El sistema de educación superior en la actualidad

En 2013, había 2,674 ies en México, 839 de las cuales eran públicas y 1,835 
privadas. En términos de matrícula, la proporción se invierte con alrededor 
de 2.5 millones de alumnos (66 por ciento) inscritos en instituciones pú­
blicas y 1.2 millones (33 por ciento) en instituciones privadas (Execum, 
2016). 

El sistema de educación superior de México se conforma de varios sub­
sistemas: universidades (públicas y privadas), institutos tecnológicos, uni­
versidades de maestros (normales), e instituciones públicas relacionadas 
con entidades gubernamentales específicas. El sistema privado incluye un 
puñado de instituciones de alta calidad y altas colegiaturas, incluido el 
itesm, el cual opera una docena de campos universitarios en todo el país. 
Sin embargo, el resto de ellos suele ser de calidad mediocre o baja y prácti­
camente no llevan a cabo trabajos de investigación. 

Por su parte, las universidades públicas están divididas en cinco gran­
des grupos: las universidades federales; las universidades estatales; las 
universidades públicas con apoyo solidario (upeas); las universidades inter­
culturales (que suelen ser agrupadas con las upeas por razones administra­
tivas); y las universidades tecnológicas y politécnicas. Tanto los estándares 
de admisión como el perfil de los estudiantes varía de manera significativa 
entre las instituciones, las más competitivas siendo las universidades fede­
rales junto con unas cuantas universidades estatales. 

Existen nueve instituciones federales de educación superior, de las cuales 
sólo cuatro, todas asentadas en la capital, son responsables de 12 por ciento 
de la matrícula terciaria total y emplean a 13 por ciento de los profesores 
universitarios. Éstas son: la Universidad Nacional Autónoma de México 
(unam), la Universidad Autónoma Metropolitana (uam), el Instituto Politéc­
nico Nacional (ipn) y la Universidad Pedagógica Nacional (upn). Las primeras 
tres son las instituciones de educación superior más competitivas en México. 
La unam, por ejemplo, acepta a cerca de 9 por ciento de los aspirantes ordi­
narios (Olivares, 2015), aunque los estudiantes que asisten al sistema de 
preparatoria cuentan con admisión garantizada con una calificación mí­
nima promedio; el límite exacto varía, dependiendo de la demanda del área 
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particular, siendo las carreras de Medicina, Ingeniería y Arquitectura las de 
mayor demanda. Las otras cinco instituciones federales atienden a sectores 
específicos: dos universidades agrícolas, dos pequeñas universidades de 
investigación y la universidad militar. Juntas, las universidades federales 
suman 27 por ciento de la matrícula terciaria.

También se cuenta con 34 universidades estatales, la vasta mayoría de 
las cuales son autónomas y reciben una parte significativa de su presupuesto 
del gobierno federal. Al igual que las universidades federales, las universidades 
estatales aplican un examen de admisión estandarizado; y el grado de com­
petencia varía en gran medida dependiendo de cada institución. Este grupo 
suma 22 por ciento de la matrícula terciaria. Seguidamente, hay otras 23 
upeas, que fueron creadas en los últimos 15 años para satisfacer demandas 
no cubiertas por las universidades estatales tradicionales. Los requisitos de 
admisión tienden a ser bastante laxos. Juntas, estas instituciones represen­
taban 3 por ciento de la matrícula terciaria total en 2013 (Execum, 2016). 

Además, hay 12 universidades interculturales que se ocupan de la po­
blación indígena del país. A pesar de representar casi 10 por ciento de los 
122 millones de personas en el país, este grupo ha sido tradicionalmente 
excluido de la educación superior, representando un estimado de 0.7 por 
ciento en 1990 (Carnoy et al., 2002) y 1.5 por ciento del total de estudiantes 
a nivel terciario en 2014 (Universia, 2014). La primera universidad inter­
cultural abrió sus puertas en 2002 en el estado norteño de Sinaloa, y desde 
entonces otras 11 instituciones se han establecido en distintos estados. Su 
programa se centra en las necesidades de desarrollo locales y en la preser­
vación de las lenguas indígenas. Combinadas, estas instituciones represen­
taban sólo 0.3 por ciento de la matrícula en 2013 (Execum, 2016).

Las universidades técnicas, divididas en universidades tecnológicas y uni­
versidades politécnicas, inscribieron 4.5 y 1.4 por ciento de los estudiantes, 
respectivamente, en 2013 (Execum, 2016). Las cifras varían en cuanto al 
número exacto de estas instituciones, dada la falta de información consis­
tente y actualizada sobre educación superior en México. De acuerdo con el 
sitio web de la Subsecretaría de Educación Superior (ses) de la sep, existían 61 
universidades tecnológicas y 48 politécnicas en 2015 (sep), aunque sólo 30 
de ellas informaron a sep sus estadísticas de inscripción en 2013 (Execum, 
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2016). Además, hay 249 institutos tecnológicos que representan 12.5 por 
ciento de la matrícula. El expresidente Lázaro Cárdenas (1936-1942) creó 
los primeros institutos tecnológicos como parte de una estrategia de indus­
trialización a principios de los años cuarenta, y el sector ha visto un resur­
gimiento importante en las últimas dos décadas. Juntos, estos tres tipos 
de instituciones tecnológicas, las cuales prestan servicio a estudiantes de 
menores recursos en busca de seguridad laboral, representaron 17.5 por 
ciento de la matrícula (Execum, 2016). 

Por último, había 127 mil estudiantes inscritos en más de 450 normales 
en 2013, representando 3.7 por ciento de la matrícula terciaria de ese año 
(siben/sep, 2015). Este sector, con una larga historia de activismo político, 
está compuesto tanto de instituciones privadas como públicas, siendo el pri­
mero representando a la mayoría de las instituciones. Como es el caso con 
las universidades interculturales, los estudiantes que asisten a las normales 
en general provienen del sector más pobre de la población.

Cuadro 5
INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR EN MÉXICO  
POR TIPO Y RÉGIMEN DE CONTROL, 2014

ies federales 147
Universidades federales 9
Institutos tecnológicos federales 132
Escuelas normales federales 6

ies estatales 633
Universidades estatales 34
Universidades estatales con apoyo solidario (upeas) 23
Instituos tecnológicos descentralizados 134
Universidades tecnológicas 109
Universidades politécnincas 58
Universidades interculturales 12
Normales federalales (transferidas a control de los estados) 121
Normales estatales 143

Otros ies públicos (federales o estatales) 88

ies privados 1,930
Universidades, escuelas y centros 1,755
Escuelas de maestros 174
Total del sistema de educación superior (federal, estatal y privado) 2,798

Nota: No incluye instituciones que sólo ofrecen estudios de posgrado. 
Fuente: Secretaría de Educación Pública. Serie Histórica de Matrícula. Asociación de Universidades e Institucio-

nes de Educación Superior (anuies). Anuario Estadístico 2013-2014. Base de datos.
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Expansión del sistema

La importante expansión del sistema de educación superior mexicano en las 
décadas recientes no ha ocurrido de la misma manera en todos los sectores. 
De todos los subsistemas, el sector tecnológico es el que ha experimentado un 
mayor crecimiento. Durante la administración de Vicente Fox (2000-2006), 
el gobierno creó 95 nuevas ies, 73 de las cuales ofrecen principalmente las 
carreras de ingeniería y otras técnicas. Se distribuyen de la siguiente manera: 
24 universidades técnicas, 21 universidades politécnicas, 28 institutos tecno­
lógicos, 14 upeas y 7 universidades interculturales (Mendoza, 2015b). Este 
periodo fue notable por la creación de dos nuevos subsistemas, las univer­
sidades politécnicas y las universidades interculturales, las cuales formaron 
parte de la estrategia gubernamental para democratizar y descentralizar el 
sistema, así como para expandir los lazos entre las ies y la industria local. 
Sumado a esto, las universidades estatales, subsidiadas con apoyo estatal, 
crearon 13 nuevos campos universitarios fuera de las capitales estatales. 

Bajo el mandato de Felipe Calderón (2006-2012), quien sucediera a Vicen­
te Fox, el gobierno continuó la expansión del sistema de educación superior, 
con un mayor énfasis en los grados tecnológicos. La sep reportó la creación 
de 140 nuevas instituciones: 43 universidades tecnológicas, 34 universidades 
politécnicas, 23 institutos tecnológicos estatales, 22 institutos tecnológicos 
federales, 13 universidades estatales públicas (estatales, federales e intercul­
turales), y cinco centros regionales para formación de maestros (Mendoza, 
2015b). Del total, 100 eran institutos tecnológicos, un enfoque cuyas im­
plicaciones discutiremos más adelante en este capítulo. 

La administración actual de Enrique Peña Nieto (2012-) ha establecido 
objetivos incluso más ambiciosos que sus predecesores para la expansión de 
la educación superior. Su Programa Sectorial de Educación (2013-2018) esta­
blece que la inscripción terciaria bruta debe alcanzar 40 por ciento, subiendo 
del actual 34 por ciento (sep, 2014). A diferencia de la tasa neta de matrícula, 
la matrícula bruta, que se calcula dividiendo el número total de estudiantes 
de cualquier edad entre la proporción de la población entre 19 y 23 años de 
edad, incorpora a los estudiantes de mayor edad —una importante proporción 
de la población terciaria en México y en otros países en vías de desarrollo. 
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Hasta ahora, el gobierno ha cumplido con sus metas anuales. Sin embargo, 
importantes recortes de presupuesto para 2016 debido a la caída de los 
precios globales del petróleo, bien podrían limitar la capacidad del gobierno 
de continuar invirtiendo en el sector a corto plazo. 

A pesar de los recientes avances en cobertura, México continúa estando 
muy por detrás de muchos países latinoamericanos en términos de matrícula 
de educación superior. Argentina, el líder regional, reporta una inscripción 
bruta de 80 por ciento (cifras de 2012), Chile, 79 por ciento, Uruguay, 63 por 
ciento, y Colombia y Costa Rica, 48 por ciento (World Bank, 2015). De igual 
importancia, como veremos en la siguiente sección, el sistema mexicano 
de educación superior es desigual y está sumamente estratificado por clases 
y regiones. 

Cuadro 6
MATRÍCULA DE LA EDUCACIÓN SUPERIOR POR NIVEL, TIPO Y SECTOR

1990-1991 1995-1996 2000-2001 2005-2006 2010-2011 2014-2015

Normal (maestros) Pública 77,550 118,452 120,573 94,051 94,011 100,585
Privada 31,437 41,584 80,358 48,206 34,880 28,378
Total 108,987 160,036 200,931 142,257 128,891 128,963

Licenciatura Pública 898,934 996,777 1’192,959 1’467,023 1’839,896 2’256,214
Privada 198,207 298,269 525,058 683,539 804,301 925,293
Total 1’097,141 1’295,046 1’718,017 2’150,562 2’644,197 3’181,507

Posgrado Pública 36,990 54,979 76,541 86,037 103,298 122,957
Privada 8,909 22,785 52,406 67,870 104,927 119,367
Total 45,899 77,764 128,947 153,907 208,225 242,324

Total Educación  
Superior

Pública 1’013,474 1’170,208 1’390,073 1’647,111 2’037,205 2’479,756

Privada 238,553 362,638 657,822 799,615 944,108 1’073,038
Total 1’252,027 1’532,846 2’047,895 2’446,726 2’981,313 3’552,794

Fuente: Secretaría de Educación Pública. Sistema Nacional de Información Estadística Educativa. 

Los límites del federalismo en la educación superior

En términos generales, la federalización de la educación superior sucede 
entre dos dimensiones: la transmisión del control académico, financiero y 
administrativo; y la descentralización geográfica, que se refiere a la distri­
bución de las oportunidades educativas en el país. Dimensiones, ambas, en 
las que continúan existiendo importantes tensiones y contradicciones. 
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Por un lado, el sistema de educación superior mexicano se ha expandido y 
diversificado en las últimas dos décadas, en términos de tipos de institu­
ción y en ubicación geográfica. Sin embargo, al mismo tiempo, ha habido 
una pérdida de autonomía institucional debido a los siguientes factores: la 
introducción de políticas de educación superior establecidas a nivel supra­
nacional; y el aumento del control federal en el presupuesto, en el caso de 
todas las instituciones, y de los programas, en el caso de los sectores tecno­
lógico y de formación de docentes. Además, y tal vez más preocupante, el 
proceso de federalización no ha hecho mucho por disminuir las desigual­
dades entre los estados y las instituciones en términos de recursos y capa­
cidades de producción de conocimiento, ni tampoco ha mejorado mucho el 
acceso a una educación de alta calidad para los estudiantes indígenas y de 
bajos recursos.

La autonomía institucional y el federalismo  
en la educación superior

La federalización de la educación superior en México ha afectado a algunos 
subsistemas más que a otros, y de distintas formas. La intervención federal 
o estatal en la admisión de estudiantes y la contratación de docentes es casi 
nula, independientemente del tipo de institución, o regímenes estatales o 
federales. Sin embargo, mientras algunas instituciones han podido ejercer un 
mayor control respecto a su administración y programas, la mayoría depen­
de más de las autoridades federales o estatales en cuanto a determinar sus 
prioridades presupuestarias, a pesar de que reciben una mayor cantidad del 
fondo total. El proceso también ha dado lugar a una mayor burocratización 
del proceso financiero, ya que las instituciones intentan responder a las de­
mandas de transparencia y rendición de cuentas estatales o federales.

En el caso de las escuelas normales y del sector tecnológico, la federali­
zación se ha traducido en una descentralización administrativa, siendo la sep 
la que determina una gran parte de los programas y las políticas de finan­
ciamiento desde la capital. Sin embargo, existen excepciones. La reciente 
expansión de las instituciones tecnológicas a nivel estatal así como la di­
versificación del sector con la creación de las universidades politécnicas, ha 
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dado lugar a que las instituciones gocen de mayor libertad para diseñar sus 
propios programas. Adicionalmente, en 2011, la sep autorizó a las universi­
dades tecnológicas para que pudieran ofrecer carreras de ingeniería con dura­
ción de cuatro años, además de los grados técnicos de dos años: una demanda 
de los estudiantes de esas instituciones desde hace mucho tiempo. 

Otro ejemplo en el que la federalización ha obtenido resultados mixtos, 
es el de las universidades interculturales. En general, estas instituciones 
reciben el mayor porcentaje de financiamiento por estudiante que cualquier 
otra universidad pública en México. La de mayor financiamiento, la Uni­
versidad Intercultural del Estado de Puebla, recibió 50 millones de pesos de 
financiamiento gubernamental en 2013 e inscribió a sólo 214 estudiantes 
—el equivalente a 234 mil pesos por estudiante (12,700 dólares según el tipo 
de cambio de 2016). En la práctica, sin embargo, estas universidades no 
gozan de mucha autonomía institucional de ninguno de los niveles de go­
bierno. La sep es responsable de aprobar sus planes de estudio, y sus fondos 
extraordinarios (tanto federales como estatales), que representan 50 por 
ciento de sus presupuestos —la mayor proporción de cualquier tipo de ins­
titución—, lo que significa que muchas decisiones administrativas y acadé­
micas se toman fuera de los muros universitarios. Asimismo, aun cuando 
en teoría las instituciones son responsables de elegir a sus propios rectores 
y altos funcionarios, en la práctica el gobierno estatal suele intervenir di­
recta o indirectamente en el proceso de toma de decisiones.5

Sin embargo, los efectos de la federalización en el sector universitario 
público tradicional que incluyen tanto a las universidades federales como a 
las estatales, son de particular importancia. Juntas, estas instituciones re­
presentan 39 por ciento de la matrícula terciaria y 80 por ciento de la pro­
ducción científica (medidas por el número de artículos indexados en la revista 
Thomas Reuters Web of Knowledge) (Execum, 2016). En teoría, estas ins­
tituciones —la mayoría de las cuales tienen un estatus oficial autónomo y 
llevan la palabra “autónoma” en sus nombres— mantienen prácticamente 
el total control en cuanto al diseño de sus programas académicos y en la 

5 Entrevista con un exprofesor de la Universidad Intercultural de Chiapas y un exmiembro del 
la Coordinadora General de Educación Intercultural Bilingüe, quien habló bajo condición de anoni­
mato el 25 de septiembre de 2015. 
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utilización de sus presupuestos. Asimismo, por ley, los profesores e inves­
tigadores empleados en estas instituciones gozan de considerable libertad 
académica en términos del contenido de la enseñanza y la investigación. 
Una enmienda de 1980 a la Constitución da cuenta de estos derechos: 

Las universidades y demás instituciones de educación superior a las que la ley 
otorgue autonomía tendrán la facultad y la responsabilidad de gobernarse a sí 
mismas; realizarán sus fines de educar, investigar y difundir la cultura de 
acuerdo con los principios de libertad académica, respetando la libertad de cá­
tedra e investigación y de libre examen y discusión de ideas; e determinarán sus 
planes y programas; fijarán los términos de ingreso, promoción y permanencia 
de su personal académico; y administrarán su patrimonio (artículo 3, sección 7, 
Constitución Mexicana).

En la práctica, sin embargo, el grado de autonomía ejercido por las uni­
versidades públicas varía de manera significativa entre las instituciones y 
con el paso del tiempo, en parte porque el gobierno aún debe implementar 
las regulaciones que acompañen la enmienda constitucional, dejando así su 
aplicación a criterio de los actores políticos y de la educación superior (Villa, 
2013). Más importante aún, los cambios en el proceso presupuestario 
federal han hecho que las instituciones y los académicos dependan más de 
las fuentes condicionadas de financiamiento. Tales contradicciones son 
típicas del pacto federalista mexicano, en el que las nociones históricas 
de autonomía universitaria6 entran en conflicto con políticas más recien­
tes que favorecen una mayor supervisión gubernamental de las instituciones 
públicas. 

Como resultado, las universidades públicas —y las universidades esta­
tales en particular— se han visto obligadas a competir por una participación 
considerable de sus presupuestos, y muchas instituciones han reaccionado 
aumentando drásticamente el número de administradores, cuyo trabajo prin­
cipal es el de solicitar y justificar el financiamiento estatal y federal. Este 
nuevo tipo de administradores desempeñan un papel cada vez más impor­

6 El movimiento reformista de 1918 en la Universidad de Córdoba, en Argentina, fundó los 
cimientos de una tradición de autonomía universitaria en América Latina, que se ha mantenido 
como el modelo dominante hasta hace muy poco. El movimiento también promovió el papel de 
las universidades públicas como agentes de cambio social, una meta que fue incorporada a las 
misiones de la unam y a las universidades públicas que siguieron en México.
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tante en el establecimiento de las políticas institucionales (Acosta, 2009). 
Además, las enormes fluctuaciones en la cantidad de fondos extraordinarios 
federales y estatales tienen un gran impacto en la capacidad de planeación 
de las universidades. 

Las nuevas políticas forman parte de la lista de cambios en las políticas 
de educación superior implementadas a escala global a partir de los años 
ochenta. Las medidas de ajustes estructurales, y las presuntas políticas neo­
liberales7 que acompañaban las tendencias de globalización a finales del 
siglo, fueron de gran influencia en las universidades públicas de Latinoamérica, 
y de México en particular. Las políticas en educación superior adoptadas 
durante el periodo incluyen: la reducción masiva del financiamiento públi­
co y el establecimiento de medidas para la rendición de cuentas; la di­
versificación y descentralización institucional; una nueva noción de la 
“excelencia”; la evaluación y adopción de nuevos modelos competitivos 
basados en el mercado, así como la privatización y comercialización de los 
proveedores educativos; y un nuevo énfasis en la “producción universitaria”, 
entre otros aspectos (Mendoza, 2002). La retracción del Estado, a su vez, 
expresada en el limitado crecimiento del sector público, la desregulación de 
la educación superior y la promoción del sector privado, juntas estas polí­
ticas, dieron paso a una nueva era en la relación entre las universidades y 
el Estado, caracterizada por una intensa y creciente competencia por recur­
sos individuales e institucionales (Marginson, 1997; Marginson y Consi­
dine, 2000). Tales cambios redujeron drásticamente la autonomía tradicio­
nal de las instituciones académicas (universidades y otras instituciones 
postsecundaria) y de sus académicos respecto al Estado y al mercado 
(Slaughter y Leslie, 1997; Rhoades, 1998; Ordorika, 2004). 

México implementó las políticas neoliberales por primera vez después 
de la crisis de principios de los años ochenta, lo que desencadenó un pe­
riodo de austeridad fiscal y crecimiento negativo conocido como la “década 
perdida”. Como parte de las medidas de austeridad fiscal dispuestas por el 
Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial, el gobierno recortó los 
gastos en educación y salud pública, entre otros servicios sociales. También 

7 Adscribimos la definición del neoliberalismo que hace Harvey (2005: 3) como una filosofía 
que “sostiene que el bien social se maximizará al maximizar el alcance y la frecuencia de las tran­
sacciones mercantiles, y busca traer toda la acción humana al dominio del mercado”.
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introdujo nuevas medidas encaminadas a aumentar la rendición de cuen­
tas, la eficacia y la competitividad, como parte de la lógica neoliberal pro­
movida por las agencias internacionales. 

Un ejemplo de dichas políticas a nivel individual es el Sistema Nacional 
de Investigadores (sni), creado en 1984 con objeto de contener la pérdida de 
ingresos de los docentes debido a la crisis financiera y para promover la 
competencia entre los principales estudiosos. El sistema determina incen­
tivos financieros para los académicos con capacidad de investigación cientí­
fica demostrada, medidos en términos del número de artículos publicados en 
revistas evaluados por expertos, patentes producidas, tesis doctorales diri­
gidas, etcétera (Ordorika, 2004). En la actualidad, el sni cuenta con más de 
22 mil miembros cuyos salarios están condicionados en gran medida a su 
cumplimiento de cuotas de investigación, —una dinámica de “pública o 
perece”, que ha tenido implicaciones en la autonomía académica. 

A nivel institucional, el gobierno de Carlos Salinas de Gortari (1988-1994) 
aprobó el primer fondo extraordinario en 1991, el Fondo para la Moderni­
zación de la Educación Superior (Fomes), seguido de un programa de cinco 
años, el Programa para el Mejoramiento del Profesorado (Promep), el cual 
apoya los programas de posgrado para académicos que carecen de grados de 
maestría o doctorado. El número de estos fondos aumentó de manera sig­
nificativa en la primera década del siglo xxi. Para 2010, había 10 fondos 
extraordinarios destinados a las universidades estatales, con el nivel de fi­
nanciamiento más alto empleado en 2007 y 2008, cuando dichos fondos 
representaban 34 por ciento del presupuesto universitario estatal (Mendoza, 
2015a).

El gobierno federal también ejerce control sobre las instituciones por 
medio del proceso de certificación. La Secretaría de Educación Pública es 
responsable de autorizar la mayoría de las ies, tanto en la capital como a 
nivel estatal, por medio de la emisión de certificados denominados Recono­
cimiento de Validez Oficial Educativa (rvoe), que a su vez autorizan a las 
instituciones a otorgar certificados. Sin embargo, también las universidades 
públicas reconocidas, y las secretarías de educación estatal cuentan con 
autorización para otorgar certificados. 
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En resumen, las políticas neoliberales puestas en práctica en las últi­
mas décadas han complicado el proceso de descentralización al introducir 
nuevos controles administrativos y fiscales a nivel federal. Las universida­
des estatales han sido las más afectadas debido a las nuevas políticas que 
van en contra de la tradición de más de un siglo de autonomía universitaria 
en México. 

Equidad en la educación superior mexicana

La federalización de la educación superior en México no ha sido un proceso 
lineal, ni ha afectado a todas las regiones e instituciones en la misma me­
dida. Tanto en términos de financiamiento como de cobertura, continúan 
existiendo enormes desigualdades, en particular entre los estados ricos y 
pobres, así como entre las áreas urbanas y rurales. Las variaciones en la 
matrícula de educación superior tienden a reflejar las disparidades de ingre­
so entre los estados. Por ejemplo, Chiapas se ubica al final de los 32 estados 
mexicanos, tanto en términos de porcentaje de la población que vive en 
pobreza (75 por ciento), como en su nivel de desarrollo humano nacional 
de 0.667, encontrándose a la par con la nación africana de Gabón (pnud, 
2015; cesop, 2013). También su tasa de matrícula terciaria de 14.8 por 
ciento es la más baja. En contraste, el Distrito Federal tiene una tasa de 
pobreza de 28.5 por ciento y un índice de desarrollo humano de 0.83, a la 
par con Andorra (pnud, 2015; cesop, 2013). La inscripción terciaria bruta 
de la capital es de 60 por ciento, superior al de la mayoría de las naciones 
europeas. Los contrincantes más próximos a la capital son los relativamente 
prósperos estados norteños de Sinaloa, Sonora y Nuevo León con tasas de 
inscripción bruta de 43, 41.9 y 41.6 por ciento, respectivamente (Mendoza, 
2012).
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Cuadro 7
INSCRIPCIÓN BRUTA EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR POR ESTADO

2000-2001 2005-2006 2010-2011 2011-2012 2012-2013

Aguascalientes 20.2 26.7 32.1 33.1 34.7
Baja California 17.4 21.8 27.1 29.1 30.7
Baja California Sur 15.5 26.2 27.3 29.4 29.4

22.0 26.2 29.9 30.0 29.9
Coahuila 24.4 27.5 32.1 32.5 32.4
Colima 24.6 26.5 30.0 30.8 32.6
Chiapas 10.6 12.9 14.2 14.7 14.8
Chihuahua 19.4 25.1 30.6 32.0 34.0
Ciudad de México 39.5 43.8 53.3 56.6 60.1
Durango 17.2 20.6 24.1 24.5 26.0
Guanajuato 11.2 14.7 17.5 18.2 19.0
Guerrero 17.2 17.0 17.0 17.3 17.4
Hidalgo 14.1 21.8 26.5 27.6 29.5
Jalisco 19.4 22.2 26.1 27.5 28.1
México 12.9 17.8 21.2 22.5 23.7
Michoacán 13.3 18.3 20.3 21.0 22.1
Morelos 18.6 23.7 24.7 26.2 27.9
Nayarit 27.1 23.9 29.8 27.7 29.2
Nuevo León 27.0 31.5 35.7 38.3 38.8
Oaxaca 14.0 16.4 16.9 16.8 17.4
Puebla 20.2 25.8 30.5 31.7 32.4
Querétaro 16.8 21.5 26.5 27.9 29.3
Quintana Roo 8.6 13.2 17.6 17.8 19.0
San Luis Potosí 15.7 21.3 24.6 25.4 26.0
Sinaloa 28.2 29.5 32.9 36.7 38.2
Sonora 26.6 30.9 35.5 37.8 38.6
Tabasco 21.2 26.5 29.7 29.7 30.5
Tamaulipas 32.6 30.7 33.2 34.3 34.8
Tlaxcala 17.7 20.6 23.2 24.1 24.6
Veracruz 14.2 18.8 22.1 23.0 22.9
Yucatán 19.2 24.5 29.0 29.4 30.8
Zacatecas 13.8 19.4 24.5 25.2 26.4
National Average 19.5 23.3 26.9 28.1 29.1

Fuente: a) Consejo Nacional de Población (Conapo). Proyecciones de Población 2000-2030. Secretaría de Edu-
cación Pública. Serie Histórica de Matrícula.

Existe una brecha similar entre las áreas urbanas y rurales. Dos factores 
explican esta disparidad: la falta de instituciones y el menor porcentaje de 
estudiantes que se gradúa de preparatoria en las regiones de mayor pobreza. 
En 2012, sólo 23 por ciento de los municipios ofrecía alguna forma de edu­
cación terciaria. En el estado de Oaxaca, donde se concentra la mayor po­
blación indígena del país, además de estar entre las entidades de mayor 
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pobreza, las ies se concentraban en tan sólo 5 por ciento de los municipios; 
mientras que en Baja California, cerca de la frontera con Estados Unidos, cada 
municipio contaba con al menos una ies. El tipo de institución también 
variaba bastante dependiendo del tipo de localidad. A pesar del proceso de 
descentralización de décadas, la mayoría de las universidades públicas aún 
se encuentran ubicadas en las capitales estatales. Mientras tanto, en muchas 
de las ciudades pequeñas, las únicas opciones disponibles para los estudian­
tes son los institutos tecnológicos, las normales, o las instituciones privadas 
de dudosa calidad, y, cada vez más, los programas de educación a distancia 
(Ordorika y Rodríguez, 2012). 

El porcentaje de estudiantes que cumple con los requisitos para asistir 
a la universidad también varía de manera significativa por región y nivel 
socioeconómico. Un año después de la enmienda constitucional que volvió 
obligatoria la educación secundaria en 2011, la inscripción bruta en este 
nivel fue de sólo 71 por ciento, y la tasa neta de inscripción (por edad) fue de 
alrededor de 50 por ciento durante el periodo escolar 2012-2013. No se espera 
que aumente esa proporción de manera significativa en el futuro próximo, dada 
la falta de preparatorias en muchos municipios (Ordorika y Rodríguez, 2012). 

La conexión directa entre la pobreza y el nivel de estudios comienza en 
el nivel de educación básica en Chiapas, 14 por ciento de la población de 15 
años y en adelante era analfabeta en 2015, y 51 por ciento no había termi­
nado el último año de secundaria —el nivel de educación mínimo— obliga­
torio antes de 2011. En contraste, el analfabetismo en la Ciudad de México 
era de 1.4 por ciento, y el índice de la población que había terminado el 
último año de secundaria era de casi 80 por ciento (sep, 2015).

No es de sorprender que haya una relación directa entre el nivel socio­
económico y el acceso a la educación superior, siendo mucho más probable que 
los estudiantes con mayores ingresos tengan más oportunidades de acceder 
a las universidades, que sus pares con menores ingresos. De acuerdo con la 
Encuesta Nacional de Ingresos y Gastos de los Hogares8 (2000, 2002, 2004, 

8 Las encuestas de hogares tienden a mostrar mayores estimaciones de asistencia escolar que 
los datos del sistema educativo, debido a que las familias no suelen reportar a los estudiantes es­
porádicos o de medio tiempo como si estuviesen inscritos en la universidad. Sin embargo, la sep 
no provee información acerca del nivel de ingresos de los inscritos en el nivel terciario. 
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2006, 2008, 2010), en 2000 sólo 2.76 por ciento de los estudiantes en edad 
universitaria en el último quintil habían accedido a la educación superior, 
comparado con 63.5 por ciento de aquéllos en el quintil superior. Sin em­
bargo, esta situación podría estar empezando a cambiar. En 2010, la tasa 
de inscripción de la población de menor ingreso alcanzó 14.4 por ciento, y 
la de mayor ingreso alcanzó un 78.4 por ciento. No obstante, un amplio por­
centaje de esos estudiantes están inscritos en los sectores tecnológico y 
privado, ya que la competencia se ha vuelto cada vez más feroz en las ins­
tituciones de mayor prestigio. 

Cuadro 8
INSCRIPCIÓN EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR POR QUINTIL DE INGRESOS, 2000-2010 
(SÓLO LICENCIATURA, TSU Y NORMAL)

Quintile 
Población entre  
19 y 23 años Total % Cobertura

2010
Total  9’917,474  3’787,293  38.19 

I  1’716,583  247,930  14.44 
II  2’092,248  551,472  26.36 
III  2’211,953  792,280  35.82 
IV  2’395,955  1’018,490  42.51 
V  1’500,735  1’177,121  78.44 

2008
Total  9’410,529  3’319,742  35.28 

I  1’623,075  225,204  13.88 
II  1’910,068  446,338  23.37 
III  2’188,740  575,496  26.29 
IV  2’178,717  913,835  41.94 
V  1’509,929  1’158,869  76.75 

2006
Total  9’071,659  3’155,394  34.78 

I  1’608,601  202,173  12.57 
III  1’878,508  311,677  16.59 
III  2’025,247  642,074  31.70 
IV  2’170,512  1’021,861  47.08 
V  1’388,791  977,609  70.39 

2005
Total  9’067,947  3’035,504  33.48 

I  1’377,772  159,862  11.60 
II  1’874,140  310,622  16.57 
III  2’088,147  592,247  28.36 
IV  2’289,248  945,049  41.28 
V  1’438,640  1’027,724  71.44 
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Cuadro 8 (Continuación)

Quintile 
Población entre  
19 y 23 años Total % Cobertura

2004
Total  9’043,712  2’872,106  31.76 

I  1’623,874  137,592  8.47 
II  1’828,247  320,971  17.56 
III  2’161,139  515,008  23.83 
IV  2’020,232  844,338  41.79 
V  1’410,220  1’054,197  74.75 

2002
Total  9’147,913  2’248,820  24.58 

I  1’520,666  45,093  2.97 
II  1’852,175  209,898  11.33 
III  2’160,917  400,957  18.55 
IV  2’111,595  549,132  26.01 
V  1’502,560  1’043,740  69.46 

2000
Total  8’487,381  2’041,421  24.05 

I  1’420,714  39,221  2.76 
II  1’766,078  148,748  8.42 
III  1’950,223  364,333  18.68 
IV  1’836,393  527,157  28.71 
V  1’513,973  961,962  63.54 

Fuente: Estimados, hecho por la Subsecretaría de Educación Superior (ses), basada en la Encuesta Nacional de 
Ingresos y Gastos de los Hogares (enigh), 2004, 2005, 2006 y 2008.

El gobierno federal ha intentado atender algunas de las desigualdades a 
través de programas compensatorios de financiamiento para las institucio­
nes y regiones más pobres. En 2001, el gobierno de Vicente Fox creó un 
programa de becas nacionales para educación superior conocido como Pro­
nabes, que otorgó las primeras 44 mil becas para estudiantes de bajos re­
cursos. Para 2011, el número de becas se había cuadruplicado, y el gobierno 
creó un programa adicional de financiamiento, aumentando el número 
total de becas a 813 mil ese año (Villa, 2013). Sin embargo, al igual que 
otros programas de financiamiento gubernamental, Pronabes ha benefi­
ciado de manera desproporcionada a los residentes de la capital; durante 
el año escolar 2010-2011, la Ciudad de México contaba con una cuarta 
parte del total de becas, a pesar de representar sólo 16 por ciento de la ma­
trícula total terciaria del país. De manera similar, aunque los estados de 



La autonomía universitaria en el marco del federalismo / 191

México9 y Michoacán contaron con casi la misma tasa de estudiantes en 
universidades públicas en 2010-2011 (12.9 y 12.5 por ciento, respectiva­
mente), el primero recibió tres veces más becas Pronabes, 24,218 en com­
paración con 8,854. El distinto grado de poder político de los dos estados 
—el Estado de México colinda con la capital— tiene mucho que ver con la 
diferencia en los patrones de financiamiento. 

Desigualdad entre las instituciones

En México existen desigualdades importantes entre las instituciones y sus 
tipos. Son particularmente dignos de atención la falta de criterios estable­
cidos y claros para destinar financiamiento federal a las 34 universidades 
estatales (Mendoza, 2015a). En su lugar, cada institución cuenta con su 
propio acuerdo con el gobierno federal, que determina su porcentaje de fi­
nanciamiento federal en el presupuesto total, con variaciones significativas 
dependiendo del poder de negociación de las instituciones con el Congreso 
federal, así como del momento particular en el que las instituciones nego­
ciaron por primera vez su estructura de financiamiento. Una vez establecidos, 
estos acuerdos son difíciles de modificar, a pesar de una serie de medidas a 
corto plazo por parte del gobierno federal diseñadas para reducir las desi­
gualdades al mínimo. 

Por ejemplo, mientras que algunas universidades, como la Universidad 
Autónoma de Guerrero y la Universidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca, 
dependen casi por completo del financiamiento federal para sus presupues­
tos, otras como la Universidad de Guadalajara reciben la mayor parte de 
éste de sus respectivos estados (Execum, 2016). Con todo, casi el total re­
cibe un mayor porcentaje del financiamiento federal que del estatal, un 
hecho que refleja la dependencia financiera de las instituciones en el gobier­
no federal (Mendoza, 2011). En general, las universidades de los estados 
más pobres dependen mayormente de los subsidios federales, aunque hay 
algunas excepciones, como la Universidad Autónoma de Nuevo León, que 
recibe tres veces más del gobierno federal que del estado (Execum), a pesar 
de que Nuevo León es el centro industrial más importante del país. 

9 El nombre “México” es usado para denotar distintas áreas geográficas: México (el país), Es­
tado de México (una de las 32 entidades federales del país) y la Ciudad de México (la capital, la 
cual, haciéndolo todo un poco más confuso, se volvió su propio estado en enero de 2016).
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También existen desigualdades considerables en el porcentaje de fi­
nanciamiento por estudiante. En 2007, esta cifra variaba hasta tres veces 
dependiendo de la institución, desde 23,187 pesos (2,070 dólares según el 
tipo de cambio de 2007) en la Universidad Autónoma Benito Juárez de 
Oaxaca hasta 70,658 pesos (6,300 dólares) en la Universidad Autónoma 
de Yucatán. Por lo general, la cantidad de financiamiento tiene relación directa 
con la situación económica de cada estado, aunque hay algunas excepcio­
nes, como la Universidad de Guadalajara, cuyo bajo porcentaje de gasto 
es básicamente un reflejo de su amplia matrícula; con 103 mil alumnos, 
es la segunda universidad pública más grande de México, sólo superada por 
la unam, con 217 mil estudiantes en 2013 (Execum, 2016). Estas diferencias 
no sólo impactan las condiciones de enseñanza, sino también la capacidad 
de las instituciones de llevar a cabo dichas investigaciones. 

La descentralización del sistema de educación superior, que comenzó en 
los años noventa, buscaba atender estas desigualdades a través de una serie 
de fondos compensatorios para los estados e instituciones más pobres. Uno de 
esos fondos fue diseñado para aumentar el gasto por estudiante en las insti­
tuciones que resultaron debajo del promedio nacional, con el fondo más gran­
de asignado durante el gobierno de Felipe Calderón (2006-2012). El pro­
grama dio lugar a significativos aumentos de financiamiento en la mayoría 
de las instituciones a las que fue dirigido. Sin embargo, a comienzos de 2009, 
el porcentaje total de fondos extraordinarios de contingencia ha disminuido 
constantemente. En 2013, los fondos federales extraordinarios represen­
taron 17 por ciento de los fondos federales ordinarios en las 34 universidades 
estatales. 

Tales fluctuaciones representan importantes implicaciones en la capa­
cidad de las universidades estatales para planear sus presupuestos e invertir 
en proyectos de expansión a largo plazo. De igual forma, mientras que una 
parte de los fondos se destinan al incremento de la matrícula estudiantil y 
la construcción de nuevas instalaciones, no ha habido un aumento correla­
tivo en el financiamiento ordinario para nuevos campus o centros univer­
sitarios (Mendoza, 2015a). Por último, la capacidad de las universidades para 
conseguir financiamiento de fondos extraordinarios varía, así como el grado 
en el que estas instituciones dependen de estos recursos. Por ejemplo, en 
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2013, los fondos extraordinarios representaban 71 por ciento del presu­
puesto ordinario de la Universidad de Quintana Roo, equivalente a 41 por 
ciento del presupuesto total de la institución. En otras ocho universidades, 
los fondos representaron entre 31 y 44 por ciento de los fondos ordinarios. 
Del otro lado del espectro se encontraban las grandes universidades estatales, 
para las cuales los fondos extraordinarios eran de sólo 20 por ciento de 
los fondos ordinarios, y 16 por ciento de su presupuesto total. 

Desigualdad entre académicos

Una última área en la que la federalización aún debe lograr equidad, es en 
términos del sistema de investigación científica nacional que continúa es­
tando fuertemente centralizado en la capital. Además, un pequeño porcentaje 
de investigadores en universidades de prestigio reciben la mayor parte de 
los fondos para investigación, mientras que muchas universidades estatales y 
un gran número de universidades privadas —sin mencionar los sectores tec­
nológicos y normal— prácticamente no desarrollan trabajos de investigación. 

Uno de los mejores indicadores de la distribución de las capacidades e 
inversión en ciencia y tecnología en México es el sni. Los miembros del sni 
representan una diminuta y privilegiada minoría de los profesores univer­
sitarios: sólo 3.7 por ciento de los 380 mil profesores empleados en el país 
(Execum, 2016). Aunque el sistema también cuenta con miembros en uni­
versidades privadas e institutos de investigación, la gran mayoría de ellos 
trabajan en unas cuantas universidades públicas, con las tres universidades 
principales de la capital representando 30 por ciento del total (Execum, 
2016). El sistema tiene cuatro niveles, con bonos (en realidad, salarios adi­
cionales) oscilando desde 5,906 pesos (450 dólares) hasta 27,561 pesos 
(2,090 dólares) mensuales en 2014 (Olivares, 2014), lo que significa que 
los miembros del sni suelen ganar el doble del salario que quienes no son 
miembros. El resultado es un sistema de maestros e investigadores con una 
fuerte estratificación, dándose más valor a estos últimos, y entre académi­
cos de distintos tipos de instituciones (Ordorika, 2004; Bensimon y Ordo­
rika, 2006). Debe destacarse la concentración de miembros de mayor nivel 
de sni (nivel III) en la capital, ya que estos académicos controlan el mayor 
porcentaje de financiamiento para investigación. 
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Cuadro 9
TOTAL DE MIEMBROS DEL SNI Y EL SNI NÍVEL III POR ESTADO, 2014

 

Núm. % Nacional Núm. % Nacional % Institucional

México 21,358 0.100 1842 100 8.6
Ciudad de México 7,482 35. 1105 60 14.8
Estado de México 1,208 5.7 45 2.4 3.7
Jalisco 1,087 5.1 52 2.8 4.8
Morelos 946 4.4 111 6 11.7
Nuevo León 857 4 34 1.8 4
Puebla 799 3.7 62 3.4 7.8
Guanajuato 720 3.4 55 3 7.6
Baja California 661 3.1 58 3.1 8.8
Veracruz 631 3 27 1.5 4.3
Michoacán 626 2.9 42 2.3 6.7
Querétaro 549 2.6 50 2.7 9.1
San Luis Potosí 512 2.4 36 2 7
Yucatán 508 2.4 34 1.8 6.7
Sonora 454 2.1 17 0.9 3.7
Chihuahua 340 1.6 9 0.5 2.6
Sinaloa 339 1.6 6 0.3 1.8
Coahuila 298 1.4 8 0.4 2.7
Hidalgo 283 1.3 0 0 0
Chiapas 243 1.1 4 0.2 1.6
Oaxaca 242 1.1 5 0.3 2.1
Baja California Sur 228 1.1 18 1 7.9
Zacatecas 186 0.9 6 0.3 3.2
Tamaulipas 178 0.8 2 0.1 1.1
Colima 175 0.8 4 0.2 2.3
Aguascalientes 138 0.6 2 0.1 1.4
Durango 138 0.6 5 0.3 3.6
Tabasco 130 0.6 2 0.1 1.5
Tlaxcala 128 0.6 4 0.2 3.1
Quintana Roo 127 0.6 3 0.2 2.4
Campeche 112 0.5 1 0.1 0.9
Nayarit 107 0.5 0 0 0
Guerrero 90 0.4 0 0 0

Fuente: Execum, 2016.

La producción científica del país, en términos de artículos y otros docu­
mentos publicados en revistas indexadas internacionales, se encuentra 
concentrada incluso más en la capital. Los investigadores que viven en la 
Ciudad de México fueron responsables de publicar casi la mitad (48 por 
ciento) de todos los documentos mexicanos indexados en la revista 

Nivel 3Total
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Thomson Reuters Web of Science en 2004; mientras que Morelos, a pesar 
de ser el segundo estado, representó sólo 7.3 por ciento del total (Execum, 
2016). La concentración de investigación de nivel internacional en pocas 
instituciones repercute en la meta de expandir y descentralizar las capaci­
dades de investigación en ciencia y tecnología establecida por el gobierno. 

Cuadro 10
DOCUMENTOS INDEXADOS POR LA THOMPSON REUTERS WEB OF SCIENCE, 2014 

Estado Núm. % Nacional

México 11,946 0.100
Ciudad de México 5,738 48
Morelos 869 7.3
Estado de México 796 6.7
Nuevo León 765 6.4
Puebla 707 5.9
Guanajuato 632 5.3
Jalisco 607 5.1
Veracruz 585 4.9
Baja California 583 4.9
Michoacán 511 4.3
Querétaro 501 4.2
San Luis Potosí 492 4.1
Yucatán 462 3.9
Sonora 323 2.7
Coahuila 299 2.5
Chihuahua 258 2.2
Sinaloa 221 1.8
Hidalgo 208 1.7
Oaxaca 194 1.6
Chiapas 178 1.5
Tamaulipas 172 1.4
Durango 150 1.3
Baja California Sur 132 1.1
Quintana Roo 126 1.1
Colima 113 0.9
Tabasco 110 0.9
Zacatecas 107 0.9
Campeche 101 0.8
Tlaxcala 96 0.8
Aguascalientes 87 0.7
Nayarit 76 0.6
Guerrero 71 0.6

Fuente: Execum, 2016.
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La fuerte concentración de centros de investigación en la capital federal 
y en unos cuantos estados también tiene repercusiones en el desarrollo 
tecnológico regional. Por ejemplo, dos instituciones —el Instituto Nacional 
de Petróleo y la unam— han producido casi la mitad de patentes expedidas 
a instituciones de educación superior en México (Execum, 2016). 

Comentarios finales

En este capítulo hemos analizado la emergencia, así como las características 
y las transformaciones históricas del federalismo mexicano, para entender la 
organización y la dinámica del sistema nacional de educación superior del país. 
En concreto, hemos evaluado hasta qué punto las políticas, financiamientos, 
capacidad de decisión, administración y cobertura en la educación superior 
han sido realmente descentralizados a nivel subnacional. 

Han pasado dos siglos desde que México adoptara el federalismo como 
su forma de gobierno. Durante el siglo xix, los proyectos políticos de la opo­
sición desafiaban o promovían abiertamente el federalismo. Después de la 
Revolución mexicana (1910-1917), el sistema fue adoptado y ratificado en 
la Constitución actual. Sin embargo, a pesar de su importancia legal y rele­
vancia en el discurso político oficial, el federalismo se ha visto entorpecido 
por las realidades de un régimen político autoritario, el priismo, el cual ha 
prevalecido desde los años veinte. 

El debilitamiento del autoritarismo desde la década de los setenta, las 
necesidades internas de estabilidad política y crecimiento económico, así 
como las políticas de modernización a la par con las tendencias internacio­
nales, han conferido a los intentos de federalismo una actualidad política 
renovada, así como relevancia a nivel administrativo. Estas tendencias se 
han fortalecido por las nuevas realidades de las transiciones partidistas y el 
gobierno multipartidista a nivel estatal y nacional. 

En México, el federalismo está lejos de ser una realidad completa o uni­
ficada. Más allá de las descripciones ideológicas y de las demandas políticas, 
podemos sostener que durante las últimas cuatro décadas los movimientos 
hacia la descentralización y el federalismo han sido tan fuertes como aquellos 
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que buscan la preservación del centralismo autoritario, o la recentralización 
de sectores y estructuras clave. La contradictoria dinámica entre federaliza­
ción y descentralización, por un lado, y la centralización y control, por el 
otro, son consecuencia de la modernización, a la que también le dan forma 
de régimen autoritario, así como modelos contemporáneos de acumula­
ción. Estos procesos se han vuelto cruciales para el establecimiento de nuevos 
arreglos y compromisos políticos para reformas estructurales (fiscal, petró­
leo y electricidad, y educación, además de otras) entre partidos políticos de 
distintos márgenes del espectro, los cuales se han institucionalizado en el 
Pacto por México. 

Estas tensiones y contradicciones en torno de la federalización y la cen­
tralización se hacen evidentes en el caso de la educación superior mexicana, 
en la que las desigualdades y los conflictos arraigados persisten bajo la forma 
de financiamiento, administración y distribución geográfica de las institu­
ciones. El discurso de descentralización y diversificación de la educación 
superior, predominante desde los años ochenta, precedió al nuevo énfasis 
en la federalización que comenzó a finales de los años noventa. En la prác­
tica, los resultados han sido contradictorios. 

Por un lado, el gobierno federal ha reforzado su control sobre las ies y los 
académicos. En 1980, la autonomía universitaria fue elevada a nivel cons­
titucional, como parte de una serie de esfuerzos gubernamentales para impe­
dir la sindicalización de académicos y trabajadores en todo el país. Pocos 
años después, los pagos adicionales con base en méritos y los sistemas de 
incentivos entraron en operación a nivel federal e institucional. Estas políti­
cas, que incluían el financiamiento centralizado para investigación a través 
del Conacyt, y los subsidios basados en desempeño, fueron diseñadas para 
gobernar en las universidades autónomas y en el mal coordinado conglo­
merado de instituciones terciarias. 

Por el otro lado, la descentralización gubernamental y las políticas de di­
versificación dependían, casi por completo, durante los años noventa, del 
aumento de matrícula en el sector privado, así como de la creación de ins­
tituciones vocacionales con carreras de dos y cuatro años en las últimas dos 
décadas. Muchas de estas instituciones privadas y públicas se establecieron 
en áreas urbanas de mediano tamaño, fuera de la Ciudad de México y de 
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las capitales estatales. Sin embargo, mientras la descentralización y la ex­
pansión han aumentado de manera significativa, las tasas de inscripción 
terciaria, la diversificación y la privatización han reproducido las desigual­
dades entre los estudiantes. Esto se debe al acceso estratificado a diferentes 
tipos de instituciones de educación terciaria, las cuales varían bastante en 
términos de recursos y calidad de maestros y programas.

Las recientes políticas gubernamentales de financiamiento también ponen 
al descubierto numerosas contradicciones y limitaciones en el proceso de 
federalización. El gasto público total en educación superior aumentó 70 por 
ciento en términos reales de 2000 a 2016; mientras que la participación es­
tatal se ha mantenido relativamente constante alrededor de 30 por ciento 
del total. Los subsidios federales y estatales continúan distribuyéndose de 
manera desigual geográficamente y por tipo institucional. Los recursos fi­
nancieros están fuertemente centralizados en las universidades federales y, 
en menor medida, en instituciones públicas estatales (upes). Estas políticas 
se enfocan en los estudiantes con más recursos en las universidades tradi­
cionales de la Ciudad de México y las capitales de los estados. Además, los 
subsidios basados en el desempeño federal y estatal, así como la participación 
de los académicos en programas nacionales de pagos adicionales con base 
en méritos, como el sni, refuerzan estas desigualdades. 

Mientras el gobierno mexicano continúa pregonando los méritos de la 
federalización en muchos ámbitos, incluyendo la educación superior, la rea­
lidad es mucho más compleja. A lo largo de este capítulo, hemos señalado un 
gran número de ejemplos en cuanto a las contradicciones y límites inheren­
tes al tipo de federalismo mexicano, en general, y en cuanto a la educación 
superior, en particular. Los efectos de estas tensiones entre federalización y 
centralización en la educación superior pueden resumirse en tres áreas. 
La primera es que, a pesar de las garantías constitucionales de autonomía 
universitaria (como con la autonomía estatal), el ejercicio eficaz de ese de­
recho ha sufrido altibajos dependiendo de las políticas del gobierno federal. 
La segunda es que mientras los gobiernos estatales juegan un mayor papel 
en la creación de nuevas instituciones fuera de la capital, la mayoría de estas 
instituciones continúan sujetas al control centralizado, como en el caso de 
las instituciones tecnológicas y las universidades indígenas. En la tercera, 
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mientras que el presupuesto federal total para la educación superior ha 
aumentado dramáticamente en los últimos años, el gobierno federal de­
termina una mayor proporción de las prioridades de gasto de ese financia­
miento de lo que acostumbraba en la década de los cincuenta.

Si bien el nuevo sistema político pluralista ha transferido un poder signi­
ficativo a los estados —a menudo por pura necesidad, dada la imposibilidad 
de gobernar a los estados de oposición desde el centro, o sólo por conve­
niencia política—, el sistema continúa estando sumamente centralizado en 
muchos sectores. También persisten importantes desafíos en términos de 
equidad, tanto en el acceso a la educación superior en general y en los tipos 
de ofertas educativas a nivel estatal o municipal, como en las regiones de mayor 
pobreza. Con todo, el financiamiento es sólo una parte del proceso de fede­
ralización, cuyo éxito depende tanto de la capacidad administrativa como 
de la voluntad política. En países en vías de desarrollo como México, que 
todavía se encuentra en el proceso de consolidación democrática e institu­
cional, tales elementos escasean. 
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